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INTRODUCCIÓN 
 
Sabido es que la Constitución es el ordenamiento supremo que, 

surgido de nuestras luchas históricas y de nuestros más amplios 

consensos, recoge la voluntad de los mexicanos y sustenta nuestro 

Estado de Derecho. En dicho ordenamiento se encuentran los derechos 

fundamentales de los mexicanos, así como la estructura orgánica del 

Estado mexicano. Esto, por sí mismo, justifica la intención del país en 

buscar subordinar la totalidad de los actos del poder público a la 

Constitución y a las leyes que de ella emanan. El medio tradicional para 

tutelar las garantías individuales contenidas en nuestra Carta Magna, 

ha sido el juicio de amparo, lo que lo convierte en uno de los pilares 

fundamentales de nuestro derecho, habida cuenta que, el pueblo 

mexicano reconoce a este medio como una vía excepcional y eficaz 

para la protección de los derechos fundamentales.  

 

México constituye la cuna de tan connotada institución que, ante 

sus bondades ha sido adoptada por otras naciones al convertirse en 

modelo inspirador de mecanismos similares en, prácticamente todos los 

países hispanoamericanos. Es justo mencionar que la figura legal ha 

sido precisada como un instrumento necesario en el sistema normativo 

de las naciones, lo cual ha permitido tener relevancia en el pacto de las 

Naciones Unidas sobre Derechos Civiles y Políticos, así como en la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos. Es importante 

mencionar que además del juicio de amparo, nuestra nación cuenta con 

otros instrumentos que se encargan de garantizar la supremacía 

Constitucional a través de la controversia constitucional y la acción de 

inconstitucionalidad. En este sentido, la diferencia fundamental entre los 
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procedimientos de amparo, las controversias constitucionales y las 

acciones de inconstitucionalidad, reside en que el juicio de amparo 

tutela intereses directos de los gobernados y sólo de manera indirecta 

se protege a la Constitución, mientras que las controversias 

constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad son instrumentos 

de protección directa de nuestra Carta Fundamental, de tal manera que 

nadie puede dudar que con el perfeccionamiento de las controversias 

constitucionales y la introducción de las acciones de 

inconstitucionalidad, nuestro país modernizara las instituciones jurídicas 

que tienen como propósito garantizar que todos los actos públicos estén 

subordinados a nuestra Carta Magna. Sin embargo, es menester hacer 

hincapié, que el juicio de amparo ha sido rebasado por la nueva 

realidad en la que se encuentra nuestra nación. Esta realidad es 

producto de una sociedad más plural y participativa, profundamente 

transformada por los procesos de globalización, en los que nuestro País 

se ha involucrado de tiempo completo, así como por los grandes 

avances de la tecnología, especialmente aquellos que inciden en los 

medios de comunicación. En este sentido, es en el ámbito tributario en 

donde se manifiesta que el sistema actual de impugnación de leyes 

tributarias ha generado distorsiones muy importantes que se apartan 

substancialmente de la intención original del juicio de amparo; incluso, 

el Consejo de la Judicatura Federal ha tenido que innovar mediante 

acuerdos generales para poder atender los juicios de amparo que, año 

con año, son interpuestos en contra de normas tributarias que han 

rebasado las disposiciones de la Ley de Amparo.  

 

Cabe señalar que dentro de las distorsiones apuntadas, el juicio 

de amparo en materia fiscal, por el principio de relatividad de las 

sentencias, propicia que leyes fiscales consideradas como no 

equitativas y desproporcionales por resoluciones firmes del Poder 
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Judicial de la Federación sean aplicadas a gran parte de la población 

que no acudió a los juicios constitucionales o que, habiendo acudido, 

obtuvo una resolución desfavorable, mientras que sólo una minoría que 

acudió a dicho juicio y obtuvo una resolución favorable evita que dichas 

normas le sean aplicadas. Tales circunstancias, paradójicamente, 

incrementan la inequidad e injusticia en el ámbito fiscal, pues sólo esta 

minoría se libera de la carga tributaria. Las mencionadas resoluciones 

judiciales también tienen como efecto que exista un circulo vicioso 

respecto a las reformas fiscales, pues anualmente se modifican las 

leyes tributarias para corregir las distorsiones creadas a raíz de las 

resoluciones de los juicios de amparo, lo cual hace que la legislación 

sea sumamente compleja y permita, por un lado, nuevas 

impugnaciones y, por el otro, un cumplimiento complicado por parte del 

ciudadano que no tiene acceso a una asesoría legal y fiscal; por ello, es 

importante resaltar que, el monto involucrado en los amparos 

promovidos en contra de diversas leyes fiscales, en el período 2006-

2008, representó aproximadamente 346 mil millones de pesos; monto 

que es equivalente al gasto asignado a diversos programas sociales y 

presupuestos de diversas dependencias públicas de capital importancia 

para el país, en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 

año 2009.  

 

Si bien es cierto que el juicio de amparo es un logro de la 

sociedad mexicana, no menos cierto es que las actuales normas 

procesales ya no son suficientes para regularlo. 

 

Otro de los aspectos que me motivó a presentar esta tesis es en 

materia penal, toda vez que cuando eran detenidos unos delincuentes y 

se les seguía proceso, y uno de ellos promovía el amparo en contra del 

auto de formal prisión y el Tribunal Federal resolvía que el juez de la 
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causa no era competente para conocer del asunto por virtud del fuero, 

esto es, que el juez del fuero común no podía conocer de dicha causa 

penal por tratarse de un delito federal, dicho amparo beneficiaba 

únicamente al que promovió el amparo y no a los demás, siguiendo por 

tanto conociendo del asunto, no obstante haber sido declarado 

incompetente por dicha resolución federal, y todo ello debido al 

Principio de Relatividad del Amparo; circunstancia que me llevó a 

ofrecer la presente propuesta. 
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CAPITULO I 
 
I.1 ANTECEDENTES DEL JUICIO DE AMPARO1 
 

I.1.2  Etapa precolonial.- Durante esta etapa no es factible 

localizar una institución catalogada como antecedente de nuestro juicio 

de amparo. 

  

I.1.3  Etapa colonial.- Manuel Crescencio Rejón y Mariano 

Otero, concluyen que recursos legales como la apelación, la súplica, el 

de fuerza, obedézcase y no se cumpla, así como instituciones jurídicas 

como el juicio de residencia, visita de cárceles, resolución de alzar o 

quitar a la fuerza, nulidad por injusticia notoria y el amparo colonial, 

constituyen antecedentes indudables de nuestro juicio de amparo. El 

maestro Andrés Laza agrega: "De lo que sí estamos seguros es de 

haber puesto en claro nuestro amparo en la Época Colonial y su 

comparación con el actual..." 

  

I.1.4  México independiente.- No hay un antecedente preciso y 

directo de nuestro juicio de amparo, ya que en la Constitución de 

Apatzingan de 1814, en un capítulo se referían las garantías 

individuales, pero no preveía ningún medio jurídico para hacerlas 

respetar. 

  

I.1.5  Constitución de 1824.- Se le otorgaba a la Corte Suprema 

de Justicia la facultad de "conocer de las infracciones de la Constitución 

y leyes generales, según se prevenga por ley". Pero nunca se expidió 

                                            
1 Noriega, Alfonso. Lecciones de Amparo, Editorial Porrúa. Tomo I, Séptima Edición  
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esa ley que reglamentara tal ordenamiento supremo, del artículo137, 

fracción. V, siendo inútil e inaplicable tal disposición. 

  

I.1.6  Constitución de 1836 (Las Siete Leyes 
Constitucionales).- El insigne jurisconsulto Don Manuel Crescencio 

Rejón, plasma por primera vez, durante el México independiente, las 

bases de lo que hoy conocemos como Juicio de Amparo, en el proyecto 

de Constitución Yucateca de 1840.  

 
Fue un avance significativo en el derecho público mexicano, la 

creación de un medio controlador o conservador del régimen 

constitucional, al que este maestro denominó amparo. Aportó su obra 

para que se perfeccionara hasta integrar lo que ahora es nuestro juicio 

de amparo. 

  

Constituyentes mexicanos. Proyecto de la minoría (federalista) y 

proyecto de la mayoría (centralista): 

  
En 1842 se formó una comisión integrada por siete personas, 

para reformar la Constitución de 1836, estando en desacuerdo, hicieron 

proyectos separados; pero Nicolás Bravo por decreto disolvió esta 

comisión, creando la Junta de Notables. 

 

 La fórmula Otero o principio de Relatividad de las sentencias de 

amparo, restringe los efectos de las resoluciones recaídas en esta clase 

de juicios, ya que sólo se ocupan de las personas físicas o morales que 

lo hubiesen solicitado, amparados únicamente en el caso especial 

motivo de su queja.  
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I.1.7  Acta de Reforma de 1847. Manuel Crescencio Rejón 
propuso la creación del juicio de amparo, el 29 de noviembre de 1846; 

Mariano Otero en su "Voto Particular" del 5 de abril de 1847, expuso 

sus ideas sobre un sistema de defensa de las garantías individuales, 

establecido en el artículo 25 del acta de reformas promulgada el 18 de 

mayo de 1847, dando lugar al nacimiento real y formal de nuestro juicio 

de amparo. 

 
I.1.8  Constitución Mexicana de 1857.  
Se establece que la autoridad judicial tenga a su cargo el control 

de la constitucionalidad, instituyendo para ello el juicio de amparo. 

 

I.1.9  Constitución Mexicana de 1917.  
 

En el artículo 103 reproduce los supuestos de procedencia del 

artículo 101 de 1857, e introduce en el artículo 107 el texto del artículo 

102 de 1857, pero agrega las bases del procedimiento de garantías. 

 
I.2 CREADORES DEL JUICIO DE AMPARO 
 
Don Mariano Otero nació en Guadalajara, Jalisco el 04 de 

febrero de 1817. 
En su ciudad natal realizó estudios de abogacía, obteniendo el 

título correspondiente a la edad de 18 años. 

 

Otero comenzó a ejercer su carrera en la cual pronto adquirió 

gran prestigio, Como orador, también tuvo un pleno reconocimiento. 

 

Inicia su carrera política en 1841 al ser nombrado delegado por 

Jalisco a la Junta de Representantes de los Departamentos. 
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Hacia 1842, don Mariano Otero fue electo diputado de su estado, 

participando en el Congreso Nacional Extraordinario. En dicho 

congreso, Otero se pronunció en contra del proyecto de Constitución 

por su contenido centralista. 

 

Unido a otros diputados que como él, eran liberales y con plena 

conciencia de ser una minoría dentro del Congreso, don Mariano Otero 

elaboró un voto particular que les permitiera presentar otro proyecto de 

Constitución. 

 

Tanto en la tribuna parlamentaria como en las páginas del 

periódico El siglo XIX, don Mariano Otero expresó sus ideas liberales. 

 

La capacidad crítica de don Mariano Otero lo llevó al análisis de 

la problemática social del país en los que incluyó temas tales como la 

propiedad y las clases sociales. 

 

Producto de ese minucioso análisis, le hizo anticipar la agresión 

que más tarde sufriría nuestro país por parte de los Estados Unidos. 

 

La solución que Otero proponía a la situación por la que 

atravesaba el país, era la unificación nacional. 

 

Con una visión clara con relación a los acontecimientos internos 

y externos de México, don Mariano Otero propuso que a la 

denominación inicial de la nación mexicana: "República popular 

representativa", se le añadiera la palabra "federal". 
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Dicha propuesta no fue del agrado de los conservadores porque 

con ella se afectaban sus intereses, particularmente los de carácter 

religioso. 

 

El sector militar también se sintió agraviado porque Otero 

promovía la libertad de prensa. 

 

La discusión que entre los constituyentes provocaron los temas 

citados y otros más, fue causa de que el entonces presidente, don 

Nicolás Bravo, desconociera al Congreso en 1846 

 

A pesar de las dificultades que se habían presentado, don 

Mariano Otero fue nominado nuevamente como diputado al Congreso 

nacional, en el mismo año de 1946. 

 

A don Mariano Otero se debe la redacción del acta constitutiva y 

de reformas constitucionales, que limó asperezas, aunque fuera 

momentáneamente, entre los grupos rivales que dividían al país 

 

La unificación era imprescindible ante la amenaza de invasión 

manifestada por el vecino país del norte. 

 

Otero formó parte del grupo de diputados que aprobó el Acta de 

Reformas de 1847, aplicadas a la Constitución de 1824. 

 

Dichas reformas involucraban también aspectos relacionados 

con el Poder Judicial y el amparo constitucional. 
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Durante la intervención norteamericana, don Mariano Otero fue 

uno de los cuatro diputados que en Querétaro se opuso vigorosamente 

a lograr la paz mediante los Tratados de Guadalupe-Hidalgo. 

 

Otero asumió, durante el gobierno de don José Joaquín de 

Herrera, el Ministerio de Relaciones. 

 

La brillante carrera política de don Mariano Otero se vio truncada 

por la muerte a los 33 años de edad: el cólera morbo cobró una víctima 

más.  
 
MANUEL CRESCENCIO REJON. 
 
Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá (1799-1849), político 

mexicano, nace en Bolonchenticul, Yucatán, ahora Bolonchén de Rejón, 

Campeche. Hijo de Manuel García Rejón y doña Bernarda de Alcalá, el 

primero vallisoletano y la segunda, de ascendencia canaria. Curso sus 

estudios en la Ciudad de Mérida en filosofía donde ingresó al seminario 

conciliar de San Ildefonso hasta que se graduó en el año de 1819. 

Apoyo hasta el día de su muerte, la independencia del estado de 

Yucatán, como una República Independiente de México. 
 

Crescencio Rejón defendió siempre la libertad de expresión. 

Federalista de convicciones firmes. Reconocido como el padre del 

amparo. El derecho positivo mexicano estableció desde el siglo pasado 

un mecanismo privilegiado del que puedan hacer uso los particulares 

para defenderse de los actos de autoridad que violan sus garantías 

individuales, que es el “Juicio de Amparo”; este recurso es a la vez un 

juicio de defensa de la legalidad y de defensa de la Constitución. 
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 Este mecanismo que tienen los ciudadanos mexicanos fue 

establecido desde el siglo pasado a nivel local, por el abogado yucateco 

Manuel Crescencio Rejón, quien lo incluyó en la Constitución Yucateca 

de 1840 y, a nivel federal, fue impulsada por Mariano Otero, preclaro 

pensador jalisciense, quien logró que se incluyera en el Acta de 

Reformas de 1847. 
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CAPITULO II 
 

II.1 EVOLUCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO 

 

Debemos comprender que en el Derecho Positivo Mexicano es 

en donde encontramos de mucha importancia el juicio de amparo, ya 

que a través del tiempo podemos decir que desde el proyecto de la 

Constitución para el Estado de Yucatán, el cual fue elaborado por 

Manuel Crescencio Rejón en 1840 aparece una necesidad primordial de 

protección jurídica, esto es, se requería la creación de un procedimiento 

para proteger a los individuos en el goce de sus derechos 

fundamentales, tal necesidad dio pie a la creación de las Garantía 

individuales, con ello se generó en el ámbito jurídico el juicio de 

amparo, dentro de la legislación de Yucatán, creándose inquietud sobre 

el significado de dicha terminología.  

 

Delgadillo2 señala que el término "amparo" fue utilizado por 

primera vez en el proyecto de Constitución de Yucatán, elaborado por 

don Manuel Crescencio Rejón a fines de 1840, en el que se estableció 

como potestad de la Corte Suprema del Estado, la facultad de amparar 

a las personas en el goce de sus derechos violados por leyes o actos 

de la autoridad. Ha sido de gran importancia reconocer la constitución 

de 1857 en donde Ernesto de la Torres Villar dice: "En este estado de 

agitación, el gobierno promulgaba una constitución republicana, 

federalista, democrática, de clara inspiración liberal, la cual, si bien 

reconocía en sus primeros artículos los derechos del hombre, base y 

objeto de instituciones sociales, incorporada a ella el juicio de amparo 

                                            
2 Delgadillo Gutiérrez, Luis Humberto “El Poder Disciplinario del Estado”. Revista del 
Tribunal Fiscal de la Federación 
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que tenazmente había defendido Crescencio Rejón y Mariano Otero, 

desconsideraba las sabias y prudentes proposiciones de Ponciano 

Arriaga, Isidoro Olvera y José María del Castillo para defender la 

pequeña propiedad como base para una más justa distribución de la 

tierra" 

 

Resulta pertinente precisar que las diferencias substanciales en 

relación con el Juicio de Amparo eran la ausencia del agraviado, 

carencia absoluta de relación procesal y la falta de efectos relativos de 

sus decisiones, porque eran con validez absoluta y universal. El 

funcionamiento del Supremo Poder Conservador no tenía las virtudes 

que se descubren en el juicio de amparo, principalmente en las 

concernientes a los efectos relativos de la cosa juzgada.  

 

Atendiendo a los antecedentes de las instituciones vistas, no 

debe pasar inadvertido el voto particular emitido por don José Fernando 

Ramírez, en 1840 con motivo a la reforma de la Constitución Centralista 

de 1836. 

 

Con relación a la extensión de facultades a la Corte Suprema de 

Justicia, se declaraba partidario de la división de poderes dentro de la 

teoría de Montesquieu, pugnaba porque la corte estuviera dotada de 

plena autonomía e independencia (por lo que debería desaparecer el 

"Supremo Poder Conservador") y proponía dotar al Poder Judicial de un 

sistema de control constitucional, como el imperante en la Constitución 

Americana. Apuntaba en su voto un medio para mantener el régimen 

constitucional, proponiendo que fuese la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación la que conociera de la constitucionalidad de leyes o actos de 

la autoridad, asignando el derecho de pedir tal declaración a cierto 

número de diputados, senadores o Juntas Departamentales contra 
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alguna ley o acto del Ejecutivo, petición que el propio Ramírez llamaba 

"reclamo" y cuya tramitación adoptaba un carácter contencioso. Todo 

esto no dejó de ser más que una idea elevada a voto particular, que si 

se hubiera concretado podríamos considerar un antecedente del Juicio 

de Amparo.  

 

Entonces derivamos que a través de la historia y evolución del 

juicio de amparo Crescencio Rejón propuso la inserción en la 

Constitución Yucateca de diversas garantías individuales, como la 

libertad religiosa y la reglamentación de los derechos y prerrogativas 

que debe tener un detenido, así como la creación del medio controlador 

o conservador del régimen constitucional o amparo, como él lo llamó, 

ejercido o desempeñado por el Poder Judicial con la ventaja de que ese 

control se hacía extensivo a todo acto inconstitucional. Son los 

lineamentos generales esenciales del Juicio de Amparo de la obra de 

Rejón los que inspiraron la creación de esa institución en las 

Constituciones Generales de la República de 1857 y 1917 y que lo 

hacían procedente contra cualquier violación  a  cualquier precepto 

constitucional que se tradujera en un agravio personal.3  

 

En la enciclopedia Grolier4 dice: "Crescencio Rejón otorgaba 

facultades a la Suprema Corte para conocer del Juicio de Amparo en 

contra de actos del Gobernador del Estado o leyes promulgadas por la 

legislatura que entrañaran una violación a su código fundamental"  

 

En la enciclopedia de historia de México dice: "Los principios 

básicos sobre los que descansa la procedencia del Juicio de Amparo 

                                            
3 Casares G. Cantón, Raúl; Duch Colell, Juan; Antochiw Kolpa, Michel; Zavala 
Vallado, Silvio et ál (1998). Yucatán en el tiempo. Mérida, Yucatán 
4 Enciclopedia Grolier. 1996 
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que son relativos a la instancia de la parte agraviada, así como el de la 

relatividad de las sentencias que en dicho juicio se dictan, se 

encuentran consagradas en los preceptos del proyecto de Constitución 

del Estado de Yucatán de 1840 a los que nos hemos referido, por lo 

que es correcto considerar como al verdadero creador del Juicio de 

Amparo a don Manuel Crescencio Rejón"  

 

En el año 1842, se designó una comisión, integrada por siete 

miembros cuyo cometido consistía en elaborar un proyecto 

constitucional para someterlo posteriormente a la consideración del 

Congreso; en esa comisión figuraba don Mariano Otero, quien influyó 

con un proyecto que otorgaba facultades a la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación para conocer de los reclamos intentados por los 

particulares contra actos de los poderes Ejecutivo y Legislativo de los 

Estados, violatorios de las garantías individuales.  

 

El sistema propuesto por Otero era jurídicamente inferior al 

creado por Rejón, porque las autoridades responsables únicamente 

podrían ser el Ejecutivo y el Legislativo locales, quedando fuera del 

control jurisdiccional el poder judicial de las entidades federativas y los 

tres Poderes de la Federación, es decir, se contraía el reclamo a 

violaciones de las garantías individuales, que a diferencia del sistema 

de Rejón, lo hacía extensivo a toda infracción constitucional.  

 

Es pertinente resaltar que el sistema de Otero no solamente 

consagraba un medio de control jurisdiccional sino que conservó el 

político de la Constitución de 1836, pero no ejercido por el "poder 

conservador" sino por las legislaturas de los Estados a las cuales 

correspondería hacer la declaración de inconstitucionalidad de las leyes 

del Congreso General, a petición no de un particular afectado, sino "del 
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Presidente con su consejo, con dieciocho Diputados; seis Senadores o 

tres Legislaturas", fungiendo la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

como mero órgano de escrutinio pues su control político se reducía a 

contar los votos de los diversos poderes legislativos de los Estados. 

Como se puede advertir, el proyecto de Otero consagraba una especie 

de medio de control de régimen establecido por la Constitución, 

jurisdiccional y político, combinación de caracteres que engendraba un 

sistema híbrido que distaba mucho de igualarse al implantado por Rejón 

en Yucatán.  

 

Raquel Gutiérrez5 en su libro dice: "Por primera vez en nuestra 

historia, la Constitución centralista de 1836 buscó resolver el problema 

del control de la constitucionalidad a través no de un órgano judicial, 

sino de un órgano político que se llamó Supremo Poder Conservador" 

 

El 18 de mayo de 1847 se promulgó el Acta de Reforma que vino 

a restaurar la vigencia de la Constitución Federal de 1824. Su 

expedición tuvo como origen el Plan de la Ciudadela, del 4 de agosto de 

1846, en que se desconoció el régimen central, dentro del que se había, 

teóricamente, organizado al país desde 1836, propugnando el 

restablecimiento del sistema federal y la formación de un nuevo 

Congreso Constituyente, el cual quedó instalado el 6 de diciembre del 

mismo año. El artículo 5 de esa Acta de Reforma, ya esbozó la idea de 

crear un medio de control constitucional a través de un sistema jurídico 

que hiciera efectivas las garantías individuales al disponer que "para 

asegurar los derechos del hombre que la Constitución reconoce, una 

ley fijará las garantías de libertad, seguridad, propiedad e igualdad de 

                                            
5 Gutiérrez Nájera, Raquel. “Justicia Penal y Medio Ambiente”. 1993 
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que gozan todos los habitantes de la República, y establecerá los 

medios para hacerlas efectivas".  

 

Por su parte, el artículo 25 del expresado ordenamiento cristalizó 

las ideas de Mariano Otero respecto al amparo, otorgando competencia 

a los Tribunales de la Federación para proteger a los habitantes de la 

República en el ejercicio y conservación de los derechos que les 

otorgaba la Constitución, contra todo ataque de los poderes Legislativo 

y Ejecutivo de la Federación o de los Estados, limitándose los tribunales 

a impartir su protección en el caso particular sobre el que versare el 

proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o 

acto que lo motivare.  

 

Las ideas de Mariano Otero fueron acogidas en el acta de las 

reformas de la Constitución de 1847, que contiene entre otros, su 

célebre "voto particular del 5 de abril de 1847". En 1857 se crea la 

constitución de ese mismo año, el cual, incluyó los principios esenciales 

del juicio de amparo, evolucionando hasta lo que es en nuestros días.  

 

La constitución de 1917 amplió, de forma grata, los principios de 

referencia, consagrándolos en los famosos artículos 103 y 107 

constitucionales.  

 

En el libro de Trueba6 dice:  

 

"La constitución de 1857, consagró los derechos del hombre no 

solamente en forma declarativa sino brindando un medio jurídico para 

                                            
6 Trueba Urbina, Alberto. “Nueva legislación de amparo: doctrina, texto y 
jurisprudencia”. (1950) 
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su protección; instituyó el Juicio de Amparo desapareciendo el sistema 

de control por órgano político que estableció el Acta de Reforma de 

1847; la comisión del Congreso Constituyente que la elaboró, y de la 

que formó parte don Ponciano Arriaga, enfocó una severa crítica contra 

el régimen político de tutela constitucional y pugnó porque fuera la 

autoridad jurídica la que proveyese la protección de la Constitución, en 

los casos concretos que se denunciara por cualquier particular alguna 

violación a sus mandamientos mediante la instauración de un verdadero 

juicio en que los fallos no tuvieran efectos declarativos generales, sino 

que fuesen relativos al caso particular planteado"  

 

El proyecto de constitución de 57 en su artículo 102 estableció el 

sistema de protección constitucional por vía y por órgano jurisdiccional, 

considerando competentes para conocer de los casos por infracción a 

la ley fundamental tanto a los Tribunales Federales como a los de los 

Estados, "previa la garantía de un jurado compuesto de vecinos del 

distrito respectivo", cuyo jurado calificaría el acto violatorio, lo que fue 

impugnado por el constituyente Ignacio Ramírez porque decía que si un 

juez declaraba inconstitucional una ley, invadía la esfera de 

competencia de los órganos legislativos.  

 

Alfonso Francisco7 señala:  

 

"Las ideas del Nigromante no tuvieron éxito y otros diputados, 

entre los que figuraba Mata y Arriaga, defendieron la idea de implantar 

en la Constitución el sistema de control por órgano y vía jurisdiccional 

contra leyes secundarias que la violasen; sistema que con el tiempo se 
                                            
7 Diccionario Histórico y Biográfico de la Revolución Mexicana. Tomo V. Oaxaca. 
México, D.F. : Instituto Nacional de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana, 
Secretaría de Gobernación, 1990-1994 
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llegó a conocer con el nombre de Juicio de Amparo. Es pertinente 

precisar que al promulgarse la Constitución de 57, para los efectos del 

Juicio de Amparo desapareció el jurado popular al que hemos hecho 

referencia; sin embargo en el artículo 101 de la ley fundamental se 

conservó en la Constitución de 1917"  

 

Manuel Crescencio Rejón presentó ante el congreso de Yucatán 

un proyecto de control judicial de constitucionalidad a través de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el año de 1840, por lo que 

este es considerado coautor del amparo, ya había incluido el 

documento que contenía las "Actas de Reforma" de 1847.  

 

En 1846 se reunió el Congreso Constituyente Federal, ante 

Mariano Otero el cual sostuvo los principios expuestos con anterioridad 

por Rejón respecto del juicio de Amparo. Se puede decir por tanto, que 

el juicio de amparo se ha considerado como una institución netamente 

mexicana, ya que su función principal es la del control de la 

constitucionalidad, en cuanto a que la Constitución como una norma 

básica o mejor dicha fundamental para todos, debe conservar su 

supremacía, ésta se logra a través del juicio de amparo que se ejerce 

por medio de un órgano judicial con respecto al gobernado o sea, al 

individuo que solicita una protección contra la aplicación de la ley o acto 

que son contrarios a la constitución. 
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CAPITULO III 
 
III.1  CONCEPTO Y NATURALEZA JURÍDICA DEL JUICIO DE 

AMPARO8 
 
El amparo es una institución jurídica que se tramita y resuelve 

por los órganos del Poder Judicial y excepcionalmente por los órganos 

jurisdiccionales locales a instancia del gobernado que considera que un 

acto de autoridad afecta su esfera jurídica por ser contrario a sus 

garantías constitucionales, habiendo agotado los medios de defensa 

ordinarios, para que se deje insubsistente y sin efecto el acto sobre el 

que versa la demanda y se le mantenga o restituye en el goce de la 

garantía que estima infringida. 

 
III.2   LA CONSTITUCION Y LAS GARANTIAS INDIVIDUALES 
 

La definición de la constitución se encuentra como: "…una ley 

fundamental, escrita o no, de un Estado soberano, establecida o 

aceptada como guía para su gobernación. La constitución fija los límites 

y define las relaciones entre los poderes legislativo, ejecutivo y judicial 

del Estado, estableciendo así las bases para su gobierno. También 

garantiza al pueblo determinados derechos. La mayoría de los países 

tienen una constitución escrita.", La constitución es un código de 

normas que ayuda a la institución social a lograr y mantener bien 

estructurado sus objetivos. México es una República representativa, 

                                            
8 BURGOA, IGNACIO (1999). El juicio de amparo. México D.F.: Porrúa. ISBN 970-07-1711-9. 
CHÁVEZ CASTILLO, RAÚL (2010). Juicio de amparo. México: Porrúa. ISBN 978-607-09-0196-6. 
GÓNGORA PIMENTEL, GENARO (2003). Introducción al estudio del juicio de amparo. México, D.F.: 
Porrúa. ISBN 970-07-3794-2. 
SCJN (2003). Manual del juicio de amparo. México, D.F.: THEMIS. ISBN 968-454-451-0. 
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democrática y federal, gobernada bajo las leyes de la Constitución 

promulgada en 1917. 

 

La nueva Constitución de 1917 propició la formulación de un 

código laboral, prohibió la reelección presidencial, expropió las 

propiedades de las órdenes religiosas y restableció los terrenos 

comunales a los indígenas. Muchas de las condiciones de la 

negociación para el bienestar social y laboral fueron muy avanzadas y 

radicales para su época. La constitución esta compuestos por varias 

leyes creadas las cuales se puede modificar de acuerdo a situaciones 

vividas en determinada época o agregar para la mejora de situaciones 

importante del país, algunas de las más drásticas estaban encaminadas 

a frenar la injerencia extranjera en la propiedad minera y de la tierra.  

 

Las garantías individuales según la postura ideológica adoptada 

en las Constituciones que rigieron a nuestro país durante el siglo 

pasado, se reputaron en términos generales, como medios sustantivos 

constitucionales para asegurar los derechos del hombre. Así, inclusive, 

se estimaron por el artículo primero de la constitución de 1857, para 

cuyo ordenamiento tales derechos implicaron la base y el objeto de las 

instituciones sociales, es decir, de la teleología estatal expresada en 

éstas.  

 

Es evidente que dentro de esa concepción, las garantías 

consignadas constitucionalmente fueron establecidas para tutelar los 

derechos o la esfera jurídica en general del individuo frente a los actos 

del poder público. Atendiendo al sujeto que como único centro de 

imputación de las garantías se consideraba por los preceptos que las 

instituían, la denominación o el objetivo de "individuales" se justificó 

plenamente. Las garantías individuales que con el título de individuales 
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instituye nuestra constitución, propiamente se refieren a todo sujeto que 

tenga o pueda tener el carácter de gobernado en los términos en que 

expusimos este concepto.  

 

Gurrola define "Las garantías individuales que se atribuye a las 

garantías debe tener todo gobernado, no corresponde a la verdadera 

índole jurídica de éstas y sólo se explica por un resabio del 

individualismo clásico que no tiene razón de subsistencia en la 

actualidad"  

 

Considerando a la constitución de 1917, en lo que respecta a la 

consagración de tales garantías, como un trasunto de regímenes 

político – sociales ya liquidados. Por tanto, para evitar dichas críticas, 

que sólo se basan en un error puramente terminológico consistente en 

haber denominado a las multicitadas garantías con un adjetivo que 

únicamente traduce a uno de los sujetos activos de la relación jurídica 

que implica, es del todo indispensable que el nombre de "garantías 

individuales" se sustituya por el de garantías del gobernado, el cual se 

adecúa con justeza a su verdadera titularidad subjetiva.  

 

Para clasificar en términos generales las garantías individuales 

disponemos de dos criterios fundamentales: uno que parte del punto de 

vista de la índole formal de la obligación estatal que surge de la relación 

jurídica que implica la garantía individual, y otro que toma en 

consideración el contenido mismo de los derecho públicos subjetivos 

que de la mencionada relación se forman en beneficio del sujeto activo 

o gobernado, se puede decir que las garantías individuales se dividen 

en: igualdad, libertad, propiedad y de seguridad jurídica. 
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A. ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL En este artículo en 

pocas palabras prevé cuatro garantías individuales: De irretroactividad, 

esta no puede aplicarse una ley hacia el pasado si perjudica a una 

persona, si la beneficia sí tiene aplicación. Ahora bien, otra garantía del 

art. 14 es la de Audiencia, en este nadie puede ser condenado si antes 

no ha sido escuchado y vencido en juicio. Otra es De legalidad, ésta 

conforme a la cual las sentencias en material Civil deben dictarse 

conforme a la ley o a la jurisprudencia, y a falta de ambas conforme a 

los principios generales del derecho. La aplicación de la ley penal, en 

virtud de la cual, no puede imponerse una pena por analogía ni por 

mayorías de razón, las penas deben estar consignadas expresamente 

en la ley y exactamente aplicables al delito de que se trate”.  

 

En este fragmento reviste una trascendental importancia dentro 

de nuestro orden constitucional, a tal punto, que a través de las 

garantías de la seguridad jurídica que contiene, el gobernado encuentra 

una amplísima protección a los diversos bienes que integran su esfera 

de derecho. Asimismo, en la historia de nuestro Derecho Constitucional, 

el artículo 14 ha implicado la materia de muy interesantes polémicas 

entabladas por personajes dentro del ámbito jurídico. 

 

Soto Pérez habla sobre el artículo 14 y dice: "Dentro de este 

artículo encontramos cuatro garantías: la de irretroactividad de las 

leyes, la de audiencia, la de legalidad en materia civil y la exacta 

aplicación de la ley en materia penal". Al hablar entonces de la garantía 

de irretroactividad estamos hablando de que las leyes prohíben que, por 

virtud de una nueva ley, puedan afectarse situaciones o derechos 

constituidos conforme a una ley anterior. 
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 La garantía de audiencia impide que las personas puedan ser 

privadas de la vida, de sus propiedades etcétera. Sin un previo juicio en 

el que se les haya dado oportunidad de defenderse, la garantía de 

legalidad en materia civil, esta impone a las autoridades judiciales la 

obligación de fundar sus sentencias en la letra de la ley o en la 

interpretación jurídica de la misma o, en último caso, en los principios 

generales de Derecho, y la garantía de exacta aplicación de la ley en 

materia penal, dispone que sólo podrán imponerse las penas señaladas 

por la ley para diversos delitos, debiendo aplicarse precisamente la que 

esté prevenida para el caso, no otra similar.  

 

Esta garantía impide, además, que sea castigada ella como 

delictuosa en las leyes penales. Este trabajo se ha divido en un análisis 

muy preciso y conciso sobre los artículos 14 y 16 constitucionales, y 

cada análisis se han dividido en partes para su mejor comprensión, 

explicación y análisis de cada artículo. 

 

B. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL: En este artículo como 

lo indica la constitución: nadie puede ser molestado en su familia, 

persona, domicilio, posesiones o derechos, sino mediante mandamiento 

por escrito, de autoridad competente y que  esté fundado y motivado. 

Ahora bien Sabido es que el Estado expresa su voluntad a través del 

acto administrativo, el cual es un acto de molestia, y que el Estado tiene 

todo el derecho de realizarlo, siempre que lo haga satisfaciendo los 

requisitos constitucionales de este artículo.  

 

El artículo 16 de nuestra constitución es uno de los preceptos 

que imparten mayor protección a cualquier gobernado, sobre todo a 

través de la garantía de legalidad, que consagra, la cual, dadas su 

extensión y efectividad jurídicas, pone a la persona a salvo de todo acto 
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de mera afectación a su esfera de derecho que no sólo sea arbitrario, 

es decir, que no esté basado en norma legal alguna, sino contrario a 

cualquier precepto, independientemente de la jerarquía o naturaleza del 

ordenamiento a que éste pertenezca.  

 

La primera parte del artículo 16 constitucional, ordena: "Nadie 

puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 

competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento", 

como se ve, la disposición legal constitucional transcrita contiene varias 

garantías de seguridad jurídica; por ende, nos referimos, siguiendo el 

orden de exposición en que están consignadas, a cada una de ellas, 

una vez que hayamos estudiado los supuestos de su operatividad, los 

cuales son: la titularidad de las mismas, el acto de autoridad 

condicionado por ellas y los bienes que preservan. Ahora bien Sabido 

es que el Estado expresa su voluntad a través del acto administrativo, el 

cual es un acto de molestia, y que el Estado tiene todo el derecho de 

realizarlo, siempre que lo haga satisfaciendo los requisitos 

constitucionales de este artículo”.  

 

Este artículo señala también que sólo las autoridades judiciales 

pueden expedir órdenes de cateo, por escrito, señalando el lugar que 

van a catearse, así como los objetos que se buscan, y sólo a eso debe 

limitarse el Cateo. Debe levantarse un acta debidamente 

circunstanciada; es decir, un acta donde se asiente paso a paso, 

detalladamente, lo que sucede en el cateo. 

  

Por último, corresponde a la autoridad administrativa expedir las 

órdenes de visita domiciliaria, para comprobar si se ha cumplido con los 

reglamentos de gobierno o de salubridad y exigir la exhibición de la 
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contabilidad y demás documentos que comprueben el cumplimiento de 

las disposiciones fiscales. Es su último párrafo establece que toda 

persona es libre de catearse, o tener correspondencia con otras 

personas con la seguridad de que las autoridades no va a revisarla. 

 

 Burgoa9 dice sobre este artículo: "Este artículo señala también 

que sólo las autoridades judiciales pueden expedir órdenes de cateo, 

por escrito, señalando el lugar que van a catearse, así como los objetos 

que se buscan, y sólo a eso debe limitarse el ateo. Debe levantarse un 

acta debidamente circunstanciada; es decir, un acta donde se asiente 

paso a paso, detalladamente, lo que sucede en el cateo”. 

 

Por último, corresponde a la autoridad administrativa expedir las 

órdenes de visita domiciliaria, para comprobar si se ha cumplido con los 

reglamentos de gobierno o de salubridad y exigir la exhibición de la 

contabilidad y demás documentos que comprueben el cumplimiento de 

las disposiciones fiscales. Es su último párrafo establece que toda 

persona es libre de catearse, o tener correspondencia con otras 

personas con la seguridad de que las autoridades no va a revisarla" 

 

Por lo tanto, las garantías individuales son de gran importancia 

para cada uno de nosotros; La constitución como Ley Suprema rige la 

vida de México, establece derecho tanto individuales como sociales 

para todos los mexicanos y para toda persona que se encuentra dentro 

del territorio nacional, son derechos o garantías individuales, los que 

protegen a las personas como individuos, este concepto se forma, 

según las aplicaciones que preceden, mediante la concurrencia de la 

relación jurídica entre el gobernado y el Estado y sus autoridades, 

                                            
9 Ob cit. “El juicio de Amparo” 
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dividiéndolas en 4 grupos principales como las garantías de Igualdad, 

libertad, seguridad jurídica, y de propiedad, Se basan en la dignidad del 

hombre. 

 

El juicio de amparo y sus principios fundamentales, se ha 

considerado al juicio de amparo como una institución netamente 

mexicana, su función principal es la del control de la constitucional, en 

cuanto a que la Constitución como una norma una norma básica o 

fundamental por medio de u órgano judicial con eficacia únicamente 

respecto al individuo que solicita la protección contra la aplicación de la 

ley o actos contrarios a la Constitución. 

 

 La constitución de 1857 incluyó los principios esenciales del 

juicio de amparo, cuya evolución ha llegado hasta el grado que ha 

alcanzado en la actualidad. La constitución de 1917 amplió los 

principios de referencia, consagrándose en los  artículos 103 y 107 

constitucionales. 
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CAPITULO IV 
 
IV.1  ARTÍCULOS 103 Y 107 CONSTITUCIONALES10 
En esta pare debemos conocer los principios fundamentales que 

manejan los artículo 103 y 107 constitucionales, donde los principios 

fundamentales que rige el juicio de amparo se encuentran contenidos 

en el art. 107 y 103 constitucional. 

 

El autor Soto Pérez dice:  

 

"1. El juicio de amparo sólo se sigue a instancia de parte 

agraviada”. 

 

Esto quiere decir que la protección de los tribunales no podrán 

actuar en forma automática; es necesario que la persona que resienta 

un ataque a sus derechos fundamentales, por parte de la autoridad, 

solicite dicha protección en los términos establecidos por la Ley de 

Amparo. 

 

1. El procedimiento debe revestir la forma de un juicio en el 

que el quejoso pueda exponer los razonamientos y pruebas que sean 

necesarios en apoyo a su demanda y la autoridad responsable tenga la 

oportunidad de demostrar que sus actos se encuentren ajustados a las 

prescripciones constitucionales. 

  

                                            
10 CHÁVEZ CASTILLO, RAÚL (2010). Juicio de amparo. México: Porrúa. ISBN 978-607-
09-0196-6 
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2. Las sentencias de amparo favorable al quejoso no tiene 

efectos generales, no benefician a todas las personas, sino únicamente 

a aquellas que hayan promovido el juicio. 

  

3. Los juicios de amparo sólo pueden promoverse una vez 

que se hayan agotado los procedimientos defensivos ordinarios 

establecidos por las diferentes leyes en cada caso. 

  

4. Las sentencias en que se conceda el amparo deben ser 

cumplidas, en los términos en que fueron pronunciadas por las 

autoridades responsables, pues en caso contrario serán separadas de 

su cargo inmediatamente y consignadas ante la justicia federal. 

 

Ahora bien, para complementar y comprender un poco más el 

artículo 107 constitucional el autor Delgadillo11 señala: "El binomio 

Autoridad Libertad a que nos hemos referido requieres diversos medios 

para mantener su equilibrio, de tal forma que la libertad no pierda su 

sentido social y se destruya a sí misma, y que no rebase los límites de 

sus atribuciones en perjuicio de las libertades consagradas como 

Garantías individuales de la Constitución”. 

 

 A efecto de mantener los límites del ejercicio de la autoridad, la 

propia Constitución prevé en sus artículos 103 y 107 un procedimiento 

adecuado para restituir a los particulares las garantía violadas por la 

autoridad, denominado Juicio de Amparo o Juicio de Garantías, el cual, 

es regulado y desarrollado en el ordenamiento reglamentario de estos 

artículos, denominado ley de Amparo. 

 

                                            
11 Ob cit “El Poder Disciplinario del Estado”. 
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Es muy importante en el Juicio de Amparo el artículo 103 

constitucional ya que éste dispone: 

 
 
IV.2   Artículo 103. Los tribunales de la Federación 

resolverán toda controversia que se suscite: 
 
I. Por leyes o actos de la autoridad que viole las garantías 

individuales; 

 

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o 

restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de competencia del 

Distrito Federal, y 

 

III. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del 

Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad 

federal. 

 

Por lo que se dice que este artículo dice sobre la importancia y la 

tarea que tienen los tribunales, ya sea como el cumplir los punto 

mencionados en el artículo 103 constitucional y ver dar justicia sobre las 

persona que han sido violadas sus garantías y ajusticiarse a la 

autoridad por haber cometido actos indebidos. 

 

Ahora bien hay que señalar lo que es el artículo 107 

constitucional en donde a partir de este punto vamos a derivar lo que es 

juicio de amparo, en donde a través de estos párrafos vamos a 

identificar la importancia y el escrito de cada letra que se maneja en 

este artículo. 
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Es muy importante este artículo por virtud de lo siguiente: 

 

- Que el artículo va a tener como base el propio artículo 103, en 

donde debemos tomar en cuenta que el primer punto importante dentro 

del artículo 107 constitucional es que en el juicio de amparo se seguirá 

siempre a instancia de parte agraviada; el cual como segunda fracción 

se va encargar de proteger a las persona con determinado límites, 

basándose en Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta 

Constitución. En donde van a hacer una queja dependiendo de la 

garantía violada, y en donde por lógica se llegan dar casos cuando se 

reclamen acto de tribunales judiciales, como estar en contra de las 

sentencias que pongan un fin al juicio, otro es contra actos en juicio 

cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera del juicio o después 

de concluido, una vez agotados los recursos que en su caso procedan, 

y contra actos que afecten a personas extrañas al juicio;  

 

En la fracción cuarta habla sobre la materia administrativa el 

amparo procede, además, contra resoluciones que causen agravio no 

reparable mediante algún recurso, juicio o medio de defensa legal. La 

fracción V habla sobre el amparo contra sentencias definitivas o laudos 

y resoluciones que pongan fin al juicio, sea que la violación se cometa 

durante el procedimiento o en la sentencia misma, se promoverá ante el 

Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, conforme a la 

distribución de competencias que establezca la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación en algunos casos que muestra en las 

resoluciones definitivas ahora bien en la fracción VI, trata sobre casos a 

que se refiere la fracción anterior, la Ley Reglamentaria de los artículos 

103 y 107 de esta Constitución señalará el trámite y los términos a que 

deberán someterse los Tribunales Colegiados de Circuito y, en su caso, 

la Suprema Corte de Justicia, para dictar sus respectivas resoluciones; 
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IV.3   Artículo 107 constitucional. 
 

En la fracción VII del artículo 107 constitucional, habla sobre el 

amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o después de concluido, o 

que afecten a personas extrañas al juicio, contra leyes o contra actos de 

autoridad administrativa, se interpondrá ante el juez de Distritos en 

donde se indica de forma clara que las partes interesadas ofrezcan y 

oirán los alegatos, pronunciándose en la misma audiencia la sentencia; 

en la fracción VIII trata sobre el tema el caso cuando contra las 

sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de Distrito o los 

Tribunales Unitarios de Circuito procede revisión.  

 

De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia En la fracción IX 

empieza a hablar de la resoluciones tema que se vio en el amparo 

directo y en la fracción X trata sobre los actos reclamados podrán ser 

objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones y 

garantías que determine la ley, en donde como se ha visto dicha 

suspensión es importante.  

 

En la fracción XI se aborda lo relativo a la suspensión, en la que 

señala que ésta se pedirá ante la autoridad responsable cuando se trate 

de amparos directos promovidos ante los Tribunales Colegiados de 

Circuito y la propia autoridad responsable decidirá al respecto. 

 

El Procurador General de la República o el agente del Ministerio 

Público Federal que al efecto se designare, será parte en todos los 

juicios de amparo, pero podrán abstenerse de intervenir en dichos 

juicios cuando el caso de que se trate carezca, a su juicio, de interés 

público.  
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Ahora bien, tocante a la autoridad responsable, será consignada 

a la autoridad correspondiente, cuando no suspenda el acto reclamado 

debiendo hacerlo, por lo que este artículo la hacer su análisis ha sido un 

aprendizaje significativo para comprender mucho mejor el Juicio de 

Amparo. 

 

IV. Medio de control jurisdiccional.  
 

Se ha reiterado que el Juicio de Amparo fue elaborado por Don 

Manuel Crescencio Rejón a fines de 1840, en el que se estableció como 

facultad de la Corte Suprema del Estado, la de amparar a las personas 

en el goce de sus derechos violados por leyes o actos de la autoridad. 

A través de la historia de México, se ha visto que diversas garantías en 

la Constitución Yucateca de diversas garantías individuales, como la 

libertad religiosa y la reglamentación de los derechos y prerrogativas 

que debe tener un detenido, así como la creación del medio controlador 

o conservador del régimen constitucional o amparo, como él lo llamó, 

ejercido o desempeñado por el Poder Judicial con la ventaja de que ese 

control se hacía extensivo a todo acto inconstitucional.  

 

El sistema de Otero no solamente consagraba un medio de 

control jurisdiccional sino que conservó el político de la Constitución de 

1836, pero no ejercido por el "poder conservador" sino por las 

legislaturas de los estados a las cuales correspondería hacer la 

declaración de inconstitucionalidad de las leyes del Congreso General, 

o sea, consagraba una especie de medio de control de régimen 

establecido por la Constitución jurisdiccional y político, combinación de 

caracteres que engendraba un sistema híbrido que distaba mucho de 

igualarse al implantado por Rejón en Yucatán. 
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La constitución es un código de normas que ayuda a la 

institución social a lograr y mantener bien estructurado sus objetivos. 

México es una República representativa, democrática y federal, 

gobernada bajo las leyes de la Constitución promulgada en 1917. La 

nueva Constitución de 1917 propició la formulación de un código 

laboral, prohibió la reelección presidencial, expropió las propiedades de 

las órdenes religiosas y restableció los terrenos comunales a los 

indígenas. 

 

Las garantías individuales según la postura ideológica adoptada 

en las Constituciones que rigieron a nuestro país durante el siglo 

pasado, se reputaron en términos generales, como medios sustantivos 

constitucionales para asegurar los derechos del hombre. Para clasificar 

en términos generales las garantías individuales disponemos de dos 

criterios fundamentales: uno que parte del punto de vista de la índole 

formal de la obligación estatal que surge de la relación jurídica que 

implica la garantía individual, y otro que toma en consideración el 

contenido mismo de los derecho públicos subjetivos que de la 

mencionada relación se forman en beneficio del sujeto activo o 

gobernado, se puede decir que las garantías individuales se dividen en: 

igualdad, libertad, propiedad y de seguridad jurídica. 

 

Es un punto importante hacer énfasis en las partes del juicio de 

Amparo que es la parte agraviada, autoridad o autoridades 

responsables, posible tercero perjudicado y Ministerio Público. La 

primera es la solicitante del Amparo o quejoso, la afectada por la ley o 

actos de autoridad inconstitucionales; la autoridad responsable es la 

demanda contra quien se promueve el juicio; tercero perjudicado se 

llama a la persona o personas que tienen interés en la que subsistencia 
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de la ley o acto que se combate y el Ministerio Público actúa como 

representante de la sociedad y el Ministerio Público actúa como 

representante de la sociedad, vigilando el correcto desarrollo en el 

juicio. De la suspensión de los actos reclamados que se logra la 

protección correspondiente, suspensión que se decretará de oficio o a 

petición de parte; la primera tiene lugar sin que el agraviado lo solicite 

atendiendo a la gravedad del caso, por ejemplo, actos que imparten 

peligro de privación de la vida; la segunda se otorga a solicitud del 

interesado, ya que afecta a situaciones de menor gravedad.  

 

Un punto importante dentro del Juicio de Amparo es la 

Suspensión provisional y definitiva. La provisional pretende que las 

cosas se mantengan en el estado que guardan, hasta que se dicte la 

suspensión definitiva, por lo tanto, puede autorizarse de inmediato. La 

suspensión definitiva se niega o se otorga después de un procedimiento 

sumamente breve. 

  

Ahora bien, ha visto lo que es EL QUEJOSO. Que es el afectado 

es que ha sido perjudicado por la autoridad y este debe ser por el acto o 

la ley que se reclama. A este se le ha designado como quejoso, la 

calidad de la da el llamado perjuicio; quien resienta el perjuicio del acto 

reclamado este tiene el carácter de quejoso. 

 

 El perjuicio del acto reclamado tiene el carácter de quejoso. 

Ahora derivamos lo que es el perjuicio indirecto (como se ha visto que 

es también conocido como agravio indirecto) ya que en este no da 

ningún derecho al que lo sufra para ocurrir al juicio de amparo, por lo 

tanto se dice que de aquí es donde a partir de ese momento en donde 

se iniciará a petición de la que es considerada parte agraviada, o sea, 
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perjudicada en pocas palabras, en donde no puede reconocerse tal 

carácter a quien en nada perjudique el acto que reclama. 

 

Otro punto muy importante a tocar es LA AUTORIDAD 

RESPONSABLE ya que en el amparo comprende a todas aquellas 

personas que disponen de la fuerza pública, en virtud de circunstancias, 

ya legales, ya de hecho, y que por lo mismo estén en posibilidad 

material de obrar como individuos que ejerzan actos públicos, por el 

hecho de ser pública la fuerza que disponen; entonces de ahí pueda 

denominarse autoridad a la persona revestida de algún poder. Podemos 

hacer mención que en el artículo 11 de la Ley de Amparo indica que es 

autoridad responsable la que dicta u orden, ejecuta o trata de ejecutar 

el acto reclamado. Ahora bien debo mencionar un punto importante en 

que los actos de particulares que lesionen las garantías individuales, 

caen bajo la sanción del Código Penal.  

 

Como se ha visto la autoridad puede adquirir dos posturas: la 

primera, es el negar el acto reclamado, y la segunda, afirmar que existe 

el acto reclamado y que es constitucional, de ahí que se afirme, que la 

actitud procesal del quejoso sea contradictoria a la de la autoridad 

responsable. 

 

Se entiende por sentencia, como la resolución llevada a cabo por 

el órgano jurisdiccional que pone fin a un procedimiento judicial. La 

sentencia contiene una declaración de voluntad del juez o tribunal en la 

que se aplica el Derecho a un determinado caso concreto, es 

condenatoria o estimatoria cuando el juez o tribunal acoge la pretensión 

del demandante, es decir, cuando el dictamen del juez es favorable al 

demandante o denunciante. 

 



37 

 

Por el contrario, la sentencia es absolutoria o desestimatoria 

cuando el órgano jurisdiccional da la razón al demandado o 

denunciado. Son sentencias firmes aquéllas que no admiten contra 

ellas la interposición de algún recurso ordinario o extraordinario. Se 

contraponen a las no firmes o recurribles o también llamadas definitivas 

que son aquellas contra las que cabe interponer recurso 

 

Con relación a los recursos, como se ha visto podemos hacer 

mención sobre lo dispuesto por el artículo 81 de la Ley de Amparo que 

señala que no se admitirán más recursos que los de revisión, queja y 

reclamación. 

 

La revisión. Los recursos proceden en el Amparo indirecto contra 

actos o resoluciones de los Jueces de Distrito, se tramita ante los 

tribunales Colegiados y la H. Suprema Corte de Justicia, ya sea en 

materia ante los Tribunales Colegiados, en su caso ante la Suprema 

Corte de Justicia, la facultad de atracción, las Condiciones para 

interponer el recurso de revisión y también es importante hacer mención 

del desechamiento del recurso. 

 

En la ejecución de las sentencias es en donde se pueden dar 

diversos casos como la queja por exceso o defecto en el cumplimiento 

ya que como se ha visto existe una Indebida ejecución: En el artículo 95 

establece la procedencia de la queja contra las autoridades responsable 

por EXCESO o DEFECTO en la ejecución de las sentencias dictadas 

en los juicios de amparo, cuando se haya concebido la protección 

constitucional. La Sentencia interlocutoria; es la que resuelve la queja, 

en donde el Juez debe hacer una proposición mental, entre los 

solicitados en la demanda y lo concedido en la sentencia por una parte, 

y lo ejecutado por las responsables por otra, según se acredite con el 
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informe o con las pruebas del quejoso, y de ellos concluir su hubo 

exceso o defecto.  

 

La queja por incumplimiento, o sea negativa a cumplir en donde 

la ley establece que si dentro de 24 horas no quedare cumplida la 

ejecutoria o no se encontrare en vías de ejecución, el Juzgado de 

Distrito sancionará a la autoridad responsable. 

 

Ahora bien, la MATERIA DEL JUICIO DE AMPARO se puede 

clasificar, de tal manera que, se dice que es la Jurisdicción y la 

competencia, el Poder Judicial de la Federación es quién vigila y 

mantiene la supremacía constitucional analizando los actos de las 

autoridades que la vulneren y sometiéndolos a los justos cauces 

constitucionales, mediante el Juicio de Amparo. Ahora bien, en la 

famosa Ley de Amparo establece como jurisprudencia de la Suprema 

Corte de Justicia las ejecutorias o sentencias de la misma, funcionando 

en pleno siempre que lo resuelto en ellas se encuentre en cinco 

ejecutorias no interrumpidas y ninguna en contrario. La jurisprudencia 

de la Corte puede interrumpirse o modificarse por resoluciones del 

mismo tribunal.  

 

Para que tal modificación surta efectos de jurisprudencia, se 

requiera que se expresen las razones que se tuvieron para variarla, las 

cuales deberán referirse a las que tuvieron presentes para establecer la 

jurisprudencia que se modifica. En México, la jurisprudencia de la 

Suprema Corte se convierte en obligatoria para todos los tribunales 

inferiores de la República, que deberán acatarla y aplicarla. 

 

 En materia penal la ley orgánica del Poder Judicial de la 

federación señala la competencia de los jueces de Distrito y así 
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tenemos que el artículo 51, fracción III señala que los jueces de Distrito 

en materia penal conocerán de los juicios de amparo que promuevan 

contra resoluciones judiciales del orden penal, contra actos de cualquier 

autoridad que afecten la libertad personal, salvo que se trate de 

correcciones disciplinarias o medidas de apremio impuestas fuera del 

procedimiento penal. 
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CAPITULO V 
  
V.1 PRESUPUESTOS PROCESALES. 
 
1. Teoría de los presupuestos procesales  

 

2. Algunos planteamientos doctrinarios  

 

3. Presupuestos procesales  

 
Es imprescindible la presente investigación que tiene como 

objeto estudiar los presupuestos procesales, dado que su presencia 

dentro de un procedimiento, puede afectar el principio de relatividad del 

amparo, por ello, para su estudio, el método utilizado fue el documental 

puesto que se revisaron diversas referencias de dicha índole.  Para el 

desarrollo óptimo de la investigación fue de gran necesidad estudiar los 

siguientes aspectos: concepto de presupuestos procesales, 

presupuestos para la existencia y validez del proceso; y a su vez, 

desentrañar cada uno de los elementos antes mencionados para de 

esta manera hacer más inteligible el tópico en estudio.   Cabe destacar 

que la teoría de los presupuestos procesales fue propuesta por Von 

Bülow12 en el año de 1868 en un libro llamado Die Lehre von 

Prozesseinreden und Prozessvoraussetzungen "La teoría de las 
excepciones procesales y los presupuestos procesales" el cual 

hace una distinción entre excepción y presupuestos procesales, 

entendiéndose como supuestos de hecho o de derecho sin los cuales el 

proceso no tiene existencia jurídica ni validez formal. En tal sentido las 

                                            
12 Von Bülow. "La teoría de las excepciones procesales y los presupuestos 
procesales" 
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condiciones que se necesitan para que se produzca una relación 

jurídica procesal y culmine con una sentencia favorable hacia una de 

las partes, es lo que se conoce como presupuestos procesales; al 

respecto CALAMANDREI expuso que "Los presupuestos procesales 

son los requisitos necesarios para que pueda constituirse un proceso 

válido, o una relación procesal válida. También se dice que son las 

"condiciones que deben existir a fin de que pueda tenerse un 

pronunciamiento cualquiera, favorable o desfavorable, sobre la 

demanda, esto es, a fin de que se concrete el poder - deber del juez de 

proveer sobre el mérito" (CALAMANDREI)"13. 

 

V.1.1 CONCEPTOS. 
 

Presupuesto: Supuesto o suposición. 

 

Proceso: En sentido amplio equivale a juicio, causa o pleito.  

Sucesión de momentos en el que se realiza un acto jurídico. 

 

Presupuestos Procesales: Requisitos o circunstancias relativos al 

proceso o, más depuradamente, supuestos previos que necesariamente 

han de darse para constituir una relación jurídica procesal, regular o 

válida. 

 
V.1.2 TEORÍA DE LOS PRESUPUESTOS PROCESALES 
 

Esta teoría sostiene que para lograr una sentencia de cualquier 

contenido, ya sea favorable o desfavorable es necesario que se den por 

parte de los interesados en el litigio una serie de requisitos, tales como 

                                            
13 Calamandrei, Piero. Istituzioni di diritto processuale civile (1941). 
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el derecho, la legitimación y el interés que deberán ser examinadas 

previamente por parte del Juez, para establecer las condiciones de lo 

solicitado. 

 

Bülow, advirtió que tales requisitos constituirían condiciones 

previas al nacimiento de toda relación procesal, y por ello los denominó 

presupuestos procesales, cuyo concepto fue admitido por la doctrina 

alemana y difundida ampliamente en Italia por Chiovenda, y aceptado 

posteriormente por la mayoría de los tratadistas y se fundamenta en la 

siguiente: 

 

a) No basta la interposición de la demanda, siendo también 

impretermitible la concurrencia de ciertos requisitos para que la relación 

procesal sea válida: La sola presencia de las partes no sería suficiente 

para generarla si carecieren de actitud para actuar en juicio o si faltare 

en el juez la actitud para conocer del mismo. Tales requisitos no afectan 

a la acción, ya que su ausencia sólo impide la constitución de la 

relación procesal, de aquí su denominación de presupuestos 

procesales. 

 

b) Toda persona puede ser titular de un derecho sustancial 

(legitimatio ad causam) y siempre debe tener la actitud necesaria para 

defenderlo personalmente en caso de litigio (legitimatío ad procesum). 

El primer presupuesto de la relación procesal es la capacidad de los 

sujetos para estar en un proceso; si esa capacidad falta sea en el autor, 

sea en el demandado, podrá oponerse una cuestión previa de falta de 

capacidad, la que, siendo afirmativa, impedirá la prosecución del 

proceso. La capacidad procesal es, por consiguiente, uno de los 

capítulos fundamentales en el estudio del proceso. 
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La facultad concedida a los jueces para resolver los litigios está 

condicionada a su actitud para conocer de los mismos; no todos los 

jueces tienen la misma competencia. En primer lugar, será necesario 

determinar la jurisdicción donde corresponde la promoción del proceso 

y dentro de ella establecer el Tribunal que por razón de la materia, 

cantidad, y otros, esté anticipadamente designado por la Ley para su 

conocimiento. La competencia del juez, es por lo tanto, otro 

presupuesto de la relación procesal, cuya ausencia hace procedente la 

excepción previa de incompetencia de jurisdicción. 

 

d) Por otra parte, es necesario que la demanda esté revestida de 

ciertas formalidades exigidas para asegurar la regularidad del debate, y 

cuya existencia debe ser constatada por el Juez antes de entrar a1 

fondo del litigio. La ausencia de algunas de ellas hace procedente la 

cuestión previa de defecto de forma en el modo de proponer la 

demanda. 

 

e) De lo dicho resulta que la falta de un presupuesto procesal, da 

lugar a una excepción también procesal (Ilegitimidad, incompetencia, 

defecto de forma en el modo de proponer la demanda). Y cuya 

procedencia no afecta a la acción, que puede ser intentada 

nuevamente. 
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V.2 LOS PRESUPUESTOS PROCESALES Y LA SENTENCIA 
DE FONDO.14 

 

La problemática sobre los presupuestos procesales y materiales 

para la sentencia de fondo, generalmente en la doctrina, ha sido 

abordada con imprecisión y sin el rigor que merece.  Se trata de una 

temática que requiere un replanteamiento frente al viraje negativo que 

se le ha dado, unida a soluciones plegadas de posturas concretas que 

han permitido un tratamiento peyorativo, debiendo realizarse una fusión 

de los presupuestos dentro del género de los requisitos formales del 

proceso, cuyo parámetro esencial es la garantía constitucional del 

debido proceso. Para procesar y emitir pronunciamiento de fondo de 

manera valida y eficaz  sobre la situación jurídica sustancial, es 

imprescindible la existencia de un proceso que se constituya y 

desenvuelva conforme a normas de derecho procesal.   Es importante 

reconocer la posibilidad de poner en entredicho la validez del itinerario 

doctrinario sobre los referidos presupuestos, circunscribiendo esta 

temática en un lugar más coherente con los principios procesales. 

 
V.3 PLANTEAMIENTOS DOCTRINARIOS SOBRE LA 

PROBLEMÁTICA DE LOS REQUISITOS FORMALES DEL PROCESO 

 

Se han seleccionado ciertas posturas de orden doctrinario desde 

la creación de la teoría científica de los presupuestos procesales en pro 

de clarificar sobre la inutilidad del deslinde en el orden a su 

categorización conceptual: 

                                            
14 AGUDELO RAMÍREZ, MARTÍN. Miembro del Centro Hispanoamericano de 
Estudios Jurídicos y Profesor de las áreas de Derecho Procesal y Filosofía Jurídica en 
Colombia 
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La teoría de los presupuestos procesales se funda en la época 

de gestación del procesalismo científico, con la publicación  “La teoría 

de las excepciones procesales y los presupuestos procesales” del 

tratadista alemán Oscar Von Bulow15, en la que expresa su rechazo por 

la confusión existente desde el derecho romano entre excepciones (que 

indican actividad dispositiva de la parte) y presupuestos procesales 

(condiciones para la constitución de la relación jurídica procesal), 

sugiriendo la necesidad de dejar el control de los últimos al  juez de 

forma oficiosa y no a la simple disponibilidad de las partes (no 

requiriéndose alegación del demandado), siendo objeto de análisis y 

decisión en la etapa inicial del respectivo procedimiento.  Sin embargo, 

tras la consideración presentada por Bülow sobre presupuestos 

procesales y a su rechazo por el concepto de excepción formal, se 

constata la renuencia posterior en varios doctrinantes a su tratamiento 

riguroso, gestando incoherencias plasmadas en diversos 

ordenamientos positivos.  Tales circunstancias llevan al maestro 

Humberto Briseño Sierra a sostener: “A Bülow se le reconoce haber 

expuesto la teoría del proceso como relación jurídica, el haber 

descubierto los presupuestos procesales.  Sin embargo, ninguna de sus 

aportaciones logró sobrevivir en su prístina pureza...  Los presupuestos 

han sido explicados de tan diversos modos, que actualmente no tienen 

la función que les asignaría su autor.  Y las excepciones continúan 

siendo tratadas como si nada definitivo  hubiera sido argumentado en 

su contra.  Tal vez el primer culpable de todo esto fuera el mismo autor, 

más interesado en la historia que en la sistematización conceptual” 16. 

 

 

                                            
15 Ob. Cit. 
16 Briseño Sierra, Humberto. “Compendio de Derecho Procesal” 
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En un segundo momento, se destaca la postura presentada por 

Piero Calamandrei, quien considera que los presupuestos procesales o 

presupuestos del conocimiento del mérito son elementos necesarios 

para que pueda darse una decisión de fondo sobre la pretensión, 

concretando el deber poder del juez de proveer sobre el mérito.  Estima 

que “para vencer una causa, no basta tener razón sobre el mérito; sino 

que es necesario también hacerla valer en los modos prescritos por el 

derecho procesal, a falta de lo cual el órgano judicial no podrá entrar a 

conocer si el reclamante tiene razón o no la tiene, y no podrá, por 

consiguiente, dictar la providencia jurisdiccional de mérito, a la cual el 

reclamante aspira; de modo que la providencia consistirá simplemente 

en declarar no proveer”. Posteriormente sostiene: “...los presupuestos 

procesales son requisitos atinentes a la constitución y al desarrollo de la 

relación procesal, independientemente del fundamento sustancial de la 

demanda” 17. 

 

Por su parte resulta especial el tratamiento dado por James 

Goldschmidt18   al estimar que los presupuestos procesales son meros 

supuestos de la sentencia de fondo, su ausencia no impide el 

nacimiento del proceso, sino que su presencia u omisión son materia de 

decisión en el momento de la decisión de fondo. 

 

Las imprecisiones sobre la temática de los requisitos formales del 

proceso se consumaron en las posturas dualistas de Leo Rosenberg y 

Adolfo Shonke en sus distinciones entre presupuestos procesales e 

impedimentos procesales o excepciones.  El primero asocia declaración 

oficiosa con los presupuestos procesales por ser cuestiones referidas a 

                                            
17 Calamandrei, Piero. Ob. Cit. 
18 Goldschmidt, James. “Derecho Procesal Civil”. Argentina, 1936.  
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la admisibilidad del procedimiento y vincula los impedimentos 

procesales o excepciones con las cuestiones inherentes a la 

fundabilidad o no de las pretensiones que han de ser pedidas por las 

partes. De otra parte, Adolfo Shonke también distingue entre 

impedimentos y presupuestos procesales, pero marca un retroceso en 

cuanto a la consideración sobre su naturaleza al estimar que los 

impedimentos son sustanciales, al estar relacionados con la cuestión 

litigiosa y solo ser resueltos en la sentencia, exigiendo de su alegación 

por el opositor para ser declarados por el juez. 

 

En Latinoamérica se destaca la postura de Enrique Véscovi que 

estima que los presupuestos procesales no se refieren ni a la 

pretensión ni a la sentencia, siendo requisitos formales sin los cuales no 

se puede pronunciar la decisión de fondo so pena de nulidad, siendo 

supuestos necesarios para que pueda constituirse un proceso válido. 

Los clasifica inútilmente de acuerdo a la acción, a la pretensión, al 

proceso y a la sentencia, no reflejando una búsqueda sistémica. De una 

parte sostiene: “No se trata entonces, como la expresión (presupuestos 

procesales) podría hacer creer, de condiciones sin las cuales no se 

forma la relación procesal; son más bien requisitos sin los cuales no se 

puede pronunciar una decisión de fondo, de carácter válido”19. Pero su 

estimación sobre los presupuestos materiales ha sido confusa, por 

considerar que comportan naturaleza sustancial, al referirse a la 

pretensión, siendo condiciones que se requieren para que la sentencia 

sea favorable al que las reúne, sin afectar la validez del proceso. 

 

- En Colombia se ha tejido una confusión sobre los requisitos de 

forma del proceso y, especialmente, en lo atinente a los presupuestos 

                                            
19 Vescovi, Enrique, “Teoría General del Proceso”. Edit. Temis, 1984. 
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materiales para la sentencia de fondo.  Se encuentran dos posturas 

antagónicas: una que los ubica como supuestos del juicio final de 

favorabilidad para estimar o desestimar la pretensión y otra que 

considera que se trata de  requisitos de forma cuya ausencia impide la 

decisión de fondo. En el primer grupo se destaca la concepción 

plasmada por el procesalista Hernando Morales20,  que deslinda los 

presupuestos procesales de los materiales, excluyendo a los últimos de 

los defectos formales, postura heredada por la Corte Suprema de 

Justicia ante la consideración que su falta lleva a proferir fallo de mérito 

y no formal. En el otro extremo se encuentra la postura sostenida por 

Hernando Devis Echandía,  para quien ambos tipos de presupuestos 

son controles de defectos formales. Sobre los presupuestos procesales 

estima que son requisitos que determinan el nacimiento válido del 

proceso, su desenvolvimiento y su normal culminación con la sentencia, 

cuya omisión generalmente vicia de nulidad el proceso. Realiza una 

clasificación innecesaria, enunciando varios tipos de presupuestos 

procesales: previos al proceso (presupuestos procesales de la acción y 

de la demanda, la denuncia o la querella) y los presupuestos procesales 

del procedimiento que aglutinan las causales de nulidad (saneables o 

no). Y sobre los presupuestos materiales o sustanciales de la sentencia 

de fondo  considera que estos son requisitos para que el juez pueda 

proveer sobre el mérito en la sentencia y que su omisión determina la 

sentencia inhibitoria, todos ellos con referencia intrínseca con la 

pretensión (legitimación en la causa,  interés sustancial para obrar, 

debida acumulación de pretensiones, ausencia de prejudicialidad y de 

las excepciones de litis finitae: ausencia de cosa juzgada, de 

transacción, de desistimiento, de conciliación, de perención del 

proceso).   

                                            
20 Morales Molina, Hernando. “Curso de Derecho Procesal Civil”. Colombia. 
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- Finalmente,  se destaca el planteamiento expuesto por los 

profesores Beatriz Quintero y Eugenio Prieto21, quienes pregonan por la 

necesidad de buscar una construcción conceptual sólida en torno al 

género común contentivo de los presupuestos procesales y materiales, 

por ser ambos especies del conjunto denominado requisitos formales 

del proceso y porque unos comportan un punto de confluencia que 

llevan al teorizante a procurar eliminar las fronteras de los grupos y 

estimar solo el género, con la posibilidad de saneamiento o no según el 

caso y adicionalmente porque los efectos de los presupuestos 

materiales para la sentencia de fondo son procesales, pese a su 

naturaleza compleja y su ligamen al derecho sustancial.  Su ausencia 

impide el estudio de fondo sobre la pretensión, constituyéndose en 

óbices para que el juzgador examine  los extremos litigiosos. 

 

V.4  Necesidad de desvirtuar el deslinde entre los diversos 
requisitos formales y las sanciones por su inobservancia 

 

La praxis jurídica cimentada en diversos ordenamientos revela la 

existencia de una problemática inmersa en confusiones e imprecisiones 

numerosas, que impide construir una teoría adecuada sobre los 

presupuestos procesales. “Es un error deducir de los preceptos 

vigentes los principios teóricos, lo procedente es lo contrario: atender la 

legislación desde la perspectiva de la ciencia”. Por esto es 

indispensable borrar la distinción existente entre presupuestos 

procesales y materiales, y adicionalmente evitar la introducción del 

concepto adicional de presupuestos de la existencia.   Para sustentar tal 

afirmación, se presentan algunas bases teóricas en pro este cometido, 

                                            
21 Quintero, Beatriz y Prieto, Eugenio. “Teoría General del Derecho Procesal”. Temis 
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eludiendo adicionalmente las distinciones entre validez, eficacia e 

inexistencia en lo que hace alusión a la doctrina de los presupuestos. 

 

V.5 Inutilidad de un deslinde conceptual entre presupuestos 
procesales, presupuestos materiales y presupuestos de la 
existencia 

 

Sobre la admisibilidad de pretensión, en contraposición a la 

favorabilidad,  puede conceptualizarse sobre los presupuestos, sin 

dualizar los efectos en tratándose de la validez o de la eficacia, 

superando la distinción de consecuencias como nulidad o sentencia 

inhibitoria ni recurriendo a categorías como las de la inexistencia. Un 

sector doctrinario y, concretamente, en Colombia, ha justificado la 

fusión de las categorías de validez, eficacia e inexistencia dentro del 

ámbito de los presupuestos, admitiendo este último fenómeno 

apoyados en supuestos vacíos teóricos de la disciplina procesal, para 

recurrir a la Teoría General del Acto Jurídico, porque en últimas el acto 

procesal es una especie de acto jurídico, siendo el proceso un conjunto 

de dichos actos, lo que implica envolver al Derecho Procesal dentro de 

esquemas privatistas de los cuales ya se había liberado a partir del 

siglo XIX.  El estudio de los presupuestos desde el derrotero de la 

admisibilidad de la pretensión sugiere un tratamiento unitario, en torno a 

sus requisitos extrínsecos e intrínsecos, verificando la idoneidad del 

proceso (admisbilidad) en unión a las nociones emanadas del Debido 

Proceso como garantía individual. 
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V.6 Inconveniencia de la argumentación de los presupuestos 
de la existencia  

 

Varios estudiosos de los fenómenos procesales insisten en 

vacíos de la teoría procesal en lo atinente a los presupuestos 

procesales y a las sanciones para situaciones de irregularidad, 

debiéndose acudir a la Teoría General del Acto Jurídico.  En tratándose 

de los presupuestos procesales, estos datos de orden público exigen un 

pronunciamiento procesal sobre el proceso que hace suponer su 

existencia, afectando no sólo un acto concreto sino toda la serie que 

continúa al acto que carece de él, lo que conlleva a descartar la 

categoría de los presupuestos de la existencia. Siendo el proceso el 

escenario del acto procesal, no puede predicarse su inexistencia en un 

acto procesal que constate la irregularidad procesal.  “...por una 

paradoja del proceso,..., los presupuestos procesales no impiden el 

desarrollo del proceso, por lo menos no impiden la presentación de un 

escrito que mueva la jurisdicción aunque la demanda así interpuesta 

sea luego rechazada desde el inicio (ya habrá hecho actuar la 

jurisdicción por vía de la acción en sentido abstracto)”.  Los 

presupuestos procesales no son presupuestos de la existencia del 

instrumento proceso, sino que son requisitos y condiciones que 

conducen a que no pueda deliberarse y decidirse el asunto si faltan.  Si 

no concurren, la demanda es rechazada por una providencia procesal 

por inadmisible o circunstancialmente en caso de falta de competencia 

remitida al tribunal competente.  

 

No puede aludirse a la inexistencia de algo que en realidad está 

produciendo efectos en cada uno de los actos proyectivos y dinámicos 

que se van materializando.  No cabe construir una nueva categoría 

conceptual para delimitar los presupuestos de la existencia, justificando 
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la prioridad de realizar un juicio de control previo o preliminar sobre el 

ser del proceso como ente. Leo Rosenberg22 anotaba que los 

presupuestos atañen a la totalidad de la admisibilidad del proceso, pero 

no debe concluirse que sin estos no puede existir proceso.   Los 

presupuestos no lo son del proceso en el sentido  de argüir la 

inexistencia del referido instrumento ante la falta de los referidos 

requisitos de procesamiento, sino que se examinan y resuelven en el 

proceso, suponiendo su existencia.  No son presupuestos de existencia 

del proceso sino de su admisibilidad. Adicionalmente, ha de avalarse la 

postura de James Goldschmidt cuando arguye que la ausencia de los 

presupuestos procesales no impide el nacimiento del proceso, ya que el 

pronunciamiento acerca de su omisión se hace dentro del instrumento 

proceso. 

 

Es también oportuna la argumentación indicada por el maestro 

italiano Piero Calamandrei de eliminar la categoría conceptual de 

inexistencia en el campo de los presupuestos procesales, ya que su 

efecto en caso de ausencia no es la inexistencia sino la de hacer 

desaparecer en el juez el poder - deber de proveer sobre el mérito, 

mientras se mantenga el poder-deber de declarar las razones por las 

cuales considera que no puede proveer23. Sólo dentro del proceso el 

juez puede pronunciarse sobre la ausencia de un presupuesto como la 

capacidad para ser parte, lo que supone su existencia.  Adicionalmente, 

dentro de un proceso no se discute, en estricto sentido, de la falta de 

jurisdicción,  porque de esta función está constitucionalmente facultado 

                                            
22 Rosenberg, Leo. “Juristen im Portrait. Verlag und Autoren in 4 Jahrzehnten“. 
Mûnchen, 1988. 

23 Ob Cit 
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el operador jurídico que ha de satisfacer pretensiones en tal 

instrumento.  

 

V.7 Inutilidad de un deslinde entre presupuestos procesales 
y materiales en atención a la validez y a la eficacia.  

 
Desde la admisibilidad de la pretensión se comprenden los 

requisitos formales que suponen la emisión (previos) y los atinentes a la 

actividad procesal (del procedimiento), todos ellos vinculados con la 

noción constitucional del debido proceso, ya sea para la validez o para 

la eficacia. 

 

Son ejemplos de la inutilidad del deslinde entre presupuestos 

procesales y materiales los siguientes: v. gr.  

 

a) La debida acumulación de las pretensiones, catalogado como 

condicionante de la eficacia, es perfectamente identificable con los 

presupuestos procesales de debida individualización de la pretensión, 

trámite adecuado y el de competencia del juez, en atención a los 

requisitos de la acumulación.   

 

b) La relación entre falta de legitimación en la causa, falta de 

integración de litisconsorcio necesario y nulidad como consecuencia, 

impide separar conceptualmente entre presupuestos procesales y los 

materiales.  

 

c) La legitimación en la causa expresa una problemática de 

aptitud que implica la incursión en el campo de la validez.  
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d) La ausencia de caducidad (es decir, la no expiración del 

término para proponer válidamente una pretensión procesal) ha sido 

ubicada en los dos tipos de presupuestos.  

 

e) Los presupuestos sobre la inexistencia de otra pretensión 

similar (ausencia de cosa juzgada, de conciliación,  de desistimiento o 

de transacción o la ausencia de litispendencia) pueden ser 

considerados como procesales de la actividad al tocar con la vigencia 

actual del proceso o como materiales por circunscribirse a la realidad 

del objeto litigioso.  

 

Según Stefan Leible en aquellas situaciones en las que pueda 

verificarse la identidad del objeto de la controversia “...la demanda 

debiera rechazarse por inadmisible, puesto que ya se decidió sobre el 

objeto con fuerza de cosa juzgada; ya que en caso de falta de decisión 

del objeto litigioso se trata de un presupuesto procesal a examinar de 

oficio”24.  

 

f) Por último, a modo de ejemplo, se presentan las situaciones 

gestadas del denominado presupuesto de “demanda en forma”, las 

cuales no se erigen en un tipo único de requisito (como en la pretensión 

incomprensible y falta de tutela concreta). 

 

La división entre requisitos de validez y de eficacia es 

innecesaria.  Cuando se constatan irregularidades para establecer la 

relación procesal, se impide la construcción de un proceso eficaz, ante 

la cual debe aparecer el saneamiento como forma de control hasta 

donde sea posible. El maestro Humberto Briseño considera posible  

                                            
24 Leible Stefan. “El Marco Común de Referencia y la elección del Derecho 
aplicable”.2008. 
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fusionar validez y eficacia al sostener: “Los presupuestos para la validez 

del juicio no atañen a su existencia, sino a su eficacia, y por tanto no 

obstan a la relación procesal que posteriormente puede anularse por 

defectos que suponen su existencia y que son eficaces hasta su 

anulación”25.  Es inútil distinguir entre validez y eficacia en materia 

procesal, como ya lo anotaba el maestro italiano Francesco Carnelutti al 

sostener que la  ineficacia es el género y la nulidad la especie.  De otra 

parte, sostiene que no son cosas distintas validez y eficacia, sino las 

mismas vistas desde dos lados diversos: la eficacia por el lado del 

efecto y la validez por el de la causa, siendo válido el acto que posee 

los requisitos necesarios para ser eficaz26.    

 

V.8 Inconveniencia de la distinción de sanciones para la 
ausencia de presupuestos 

 

En cuanto a las sanciones es innecesario dividir los efectos por la 

ausencia de los presupuestos según sean materiales o procesales, 

como nulidad y el fallo inhibitorio, siendo igualmente inconveniente la 

sanción de la inexistencia para quienes pretendan la construcción de 

una nueva categoría conceptual.   En un primer momento se acude a la 

inadmisibilidad cuando es excitado el aparato jurisdiccional, pero no es 

esta la única posibilidad para realizar el control el director del proceso. 

Si se aglutinan todos los presupuestos (procesales y materiales) desde 

la garantía del debido proceso, la sanción es la NULIDAD, tras la 

constitución de la relación jurídica procesal, erradicando las sentencias 

inhibitorias, para extirpar los efectos producidos de un instrumento 

anómalo. Para esto se hace necesario teorizar con precisión sobre la 

                                            
25 Ob Cit 
26 Carnelutti Francesco. “Studi di diritto processuale, 1925-28” “Codice di procedura 
civile de 1942”.  
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conexidad entre presupuesto material y el principio de legalidad de las 

formas. Todo lo anterior desde los elementos que estructuran el 

proceso mismo, como son los subjetivos y los objetivos, que excluyen el 

inútil deslinde presentado entre validez y eficacia y que en todas ellas 

exige la nulidad por el distanciamiento de las formas, del Debido 

Proceso, sin que se pueda llegar al extremo del ritualismo exagerado. 

 

- Los presupuestos que tutelan el elemento subjetivo o la aptitud 

de los sujetos procesales: competencia, legitimación en la causa, 

interés para obrar, capacidad para ser parte y capacidad procesal. 

Todos relacionados con debido proceso.  Su ausencia obsta la 

posibilidad de actuar de los sujetos procesales, viciando la actividad 

procesal por obviar la aptitud o poder de realizar los actos concretos.  

Incluso la ausencia de caducidad remite a una cualidad subjetiva toda 

vez que veda al sujeto actuante la posibilidad de emitir una pretensión 

como consecuencia de no haberla incoado en el tiempo oportuno. 

 

- Los presupuestos que protegen los elementos objetivos del 

proceso: Los que tutelan tanto el contenido como la forma, siendo el 

proceso ineficaz cuando advierte defectos estructurales por un acto mal 

elaborado en su confrontación legal.  En cuanto al contenido, es decir, 

la pretensión, dichos presupuestos permiten vigilar la idoneidad misma 

de este acto fundamental que ha de sostener toda la relación procesal: 

debida individualización de la pretensión (demanda en forma), 

acumulación debida de pretensiones, tutela concreta, la exclusión de 

solución heterocompositiva cuando la pretensión ya fue decidida 

autocompositivamente por las partes o heterocompositivamente 

(ausencia de cosa juzgada) y la ausencia de litispendencia.  Igualmente 

relacionados con los distintos ámbitos del debido proceso y protegidos 

con nulidad.  Además, se encuentran otros presupuestos que tutelan la 
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forma misma del proceso, como su trámite, el respeto total por la 

bilateralidad de la audiencia. 

 

Se precisa que el control sobre los presupuestos no debe darse 

en las etapas finales, sino que debe estar ligado al DESPACHO 

SANEADOR, como deber poder emanado del juez tropos, durante toda 

la relación jurídico procesal, que permita terminar el proceso en 

cualquier momento en que se constate la ausencia de un presupuesto 

procesal que requiera de su fenecimiento o que por medio de un auto 

de reenvío se retrotraiga el proceso al momento oportuno para aplicar el 

correctivo formal del caso, como sucede en Argentina, alternativa que 

proponen en Colombia los profesores Eugenio Prieto y Beatriz 

Quintero27.  Sin esperar que el control lo realice el opositor por medio de 

una excepción, el juez de oficio debe realizar tal registro desde la 

inmaculación del proceso, para evitar que tras las etapas sustanciales 

llegue a un pronunciamiento formal en el que constate la existencia de 

óbices trascendentales para emitir una decisión de fondo, ya sea por 

invalidez o ineficacia, pero siempre buscando un control terapéutico.  

Pero se advierte que no puede caerse en una interpretación excesiva 

del principio de especificidad en materia de nulidades, toda vez que no 

siempre el legislador ha de tutelar todos los casos posibles 

sancionables.   

 

V.9 POR UN TRATAMIENTO UNIFORME DE LA TEORIA 
SOBRE LOS PRESUPUESTOS PROCESALES 

 

Como se destacó anteriormente, no existe unanimidad sobre la 

teoría de los presupuestos procesales.  Las pocas posturas que se 

                                            
27 Ob Cit 
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encuentran son discrepantes, imponiéndose la necesidad de un estudio 

riguroso que permita que todos los operadores jurídicos asuman un 

discurso que asegure la racionalidad de la argumentación y sus 

resultados sobre la conveniencia de una correcta construcción 

conceptual sobre los requisitos formales del proceso sin que desvirtúe 

el carácter instrumental del Derecho Procesal al efectivizar el Derecho 

Sustancial.  A partir de un grado de claridad lingüística-conceptual ha 

de abordarse la categoría genérica del presupuesto sin permitir la 

diversificación que en últimas conlleva a imprecisiones.  Los estudiosos 

del Derecho Procesal han confrontar la inconveniencia del deslinde y la 

inutilidad de una nueva categoría sobre los presupuestos de la 

existencia.  Es esta situación la que impone  la necesidad que la teoría 

de los presupuestos procesales requiere una depuración sentida, 

rescatando el cometido inicial del maestro Oscar Von Bülow28. Debe 

justificarse una categoría genérica para los presupuestos procesales, 

contentiva igualmente de los denominados como «presupuestos 

materiales para la sentencia fondo» e igualmente rechazar la categoría 

de «presupuestos de la existencia». “Las contrapartidas de los 

presupuestos procesales se conocen como excepciones procesales o 

formales, las de los presupuestos materiales de la sentencia de fondo, 

como excepciones mixtas y las deficiencias del derecho de defensa, 

con el nombre genérico de causales de nulidad.  Todos los requisitos 

formales del proceso, como género corresponden al concepto prístino 

del debido proceso”. 

 

Se trata de construir una teoría de presupuestos procesales no 

reducida por las inconsistencias de los diferentes ordenamientos 

jurídicos, sin que sea desdibujado en su naturaleza.  El derecho 

                                            
28 Von Bülow. Ob Cit 
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fundamental de la tutela judicial efectiva exige que los justiciables 

accedan a instrumentos procesales que sean aptos desde el punto de 

vista formal para el procesamiento de la pretensión; no es suficiente la 

mera comprobación de que hubo decisión de fondo y en derecho, toda 

vez que deben respetarse los presupuestos que sean indispensables 

para conocer del fondo del proceso.   Una providencia de inadmisibiidad 

fundamentada en derecho satisface el derecho a la tutela efectiva de 

los jueces. Pero deben ser aglutinados los diversos grupos de 

presupuestos bajo una denominación similar y un mismo tipo de 

sanción que permita el reenvío ante la posibilidad del Despacho 

Saneador para aplicar los correctivos del caso y evitando la 

ambigüedad existente, sin que se comprendan controles sobre vicios 

intrascendentes, como producto del formalismos desmedidos. El núcleo 

del debido proceso permite ligar todos los aspectos relacionados con 

los requisitos formales del proceso (derecho al juez, formas 

preestablecidas y derecho a ser oído).  Por esto el juez debe proveer 

por el desarrollo del proceso, ha de velar porque la estructura 

proyectiva se encadene ordenadamente en pro de que ese instrumento 

pueda válida y eficazmente estimar o desestimar las pretensiones 

procesales. Se hace imprescindible rescatar los planteamientos 

doctrinarios ya elaborados por Oscar Von Bülow, desde el siglo pasado, 

en el sentido que no puede dejarse el control de estos defectos a las 

partes, sino al juez, extendiendo tal prioridad a los presupuestos 

materiales para la sentencia de fondo.   

 

Los presupuestos no necesitan de la excepción y pueden 

hacerse valer de oficio. Debe superarse el esquema de ligar las 

excepciones a los requisitos de validez y eficacia del proceso, limitando 

dicho término solamente a los presupuestos de favorabilidad para la 

emisión de fondo o a la posibilidad de control por el opositor mediante 
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escrito de mera participación en qué le haga saber al juez acerca de la 

irregularidad procesal. 

 

El control formal del proceso no puede confiarse al opositor con 

prescindencia del juez. Permanecer arraigado a la teoría de las 

excepciones procesales y mixtas, desconociendo el principio procesal 

del juez tropos del cual emana el despacho saneador, restringiendo los 

defectos formales a la denuncia realizada por el opositor, es relegar la 

eficacia del proceso, la teoría de la nulidad procesal y las normas del 

Derecho Procesal a una concepción privatista sobre el  proceso 

contractual puro.  La excepción mixta refleja la falta de claridad entre 

presupuesto procesal y la verdadera excepción. 

 

Desde un esquema sobre la aptitud de la pretensión se deben 

considerar los elementos que vinculen todos los requisitos del proceso 

como instrumento de validez y eficacia para la satisfacción de 

pretensiones como: habilidad procesal de las partes, legitimación de los 

sujetos procesales, cualidades imprescindibles en materia litigiosa, etc.  

En este último aspecto, debe darse un mayor desarrollo a la relación 

entre principio de formalismo y requisitos formales del proceso 

(continente de los presupuestos procesales y materiales para la 

sentencia de fondo).  Cumplido el mínimo de requisitos debe darse el 

pronunciamiento en cualquier sentido.  Adicionalmente, los aspectos 

relacionados con el derecho de defensa estarían incluidos dentro de 

esta categoría de presupuestos, exigiendo una correcta disciplina de 

notificaciones; pero estos últimos aspectos conciernen al derecho 

dispositivo y tienen posibilidades amplias de saneamiento.  
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V.10 LAS  NULIDADES PROCESALES 
 

La nulidad procesal es una sanción procesal que priva a los 

actos y a las etapas procesales de sus efectos normales, desde su 

eficacia, en las cuales no se han observado ciertas reglas 

fundamentales del debido proceso, como las referentes a las formas 

preestablecidas, a la garantía del derecho a ser oído, o cuando se 

desconocen las pautas objetivas que tutelan la garantía de legalidad del 

juez. La nulidad procesal puede definirse como "…el remedio tendiente 

a invalidar tanto resoluciones judiciales cuanto actos procesales 

anteriores a ellas que no reúnen los requisitos indispensables para la 

obtención de su finalidad".   

 

Sobre la temática de nulidad procesal pululan muchos problemas 

que siguen escindiendo y distanciando las posturas argüidas por varios 

doctrinantes del derecho procesal. Las garantías constitucionales del 

proceso deben ser los parámetros prioritarios que faciliten unificar 

criterios, para que pueda concebirse la nulidad procesal como el gran 

baluarte y mecanismo protector del proceso, frente a todos aquellos 

sujetos que al servicio de una racionalidad instrumental y maquiavélica 

quieran vulnerar la existencia de  aquellos medios que se consideran 

indispensables para la consecución de una solución sustancialmente 

justa. Por medio de la nulidad procesal es posible identificar correctivos 

concretos frente a ciertas irregularidades que conculcan, en el 

instrumento proceso, el derecho fundamental del debido proceso.  Los 

requisitos y formas de trámite de la nulidad procesal deben ser 

regulados legalmente.  Pero, en los diferentes ordenamientos jurídicos 

no se debe limitar sus alcances, toda vez que resulta conveniente que 

sea regulada mediante la enunciación de causales que de forma amplia 

permitan proteger el referido núcleo garantístico constitucional del 
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debido proceso.  No es dable que la ley se erija en óbice del desarrollo 

de los mandatos constitucionales, al restringir las causales por medio 

de una determinación taxativa, bastante apretada, que no facilita la 

tutela de tal derecho en las diferentes situaciones de lesión.  No resulta 

viable seguir aplicando el principio de especificidad en los términos 

desarrollados por la doctrina tradicional,  por medio de una 

interpretación restrictiva y estricta, y bajo la limitación casuística 

exagerada de las situaciones de nulidad a las meras hipótesis que el 

legislador haya establecido. Se impone proteger las garantías 

fundamentales del proceso, bajo un esquema que no se encuentre 

limitado de forma exagerada por la especificidad, en los términos ya 

explicados, y que tampoco permita encasillar al juez bajo modelos 

exegéticos ya superados. 

 

El Despacho Saneador se impone sobre cuestiones no relativas 

al mérito o al fondo, tanto para los presupuestos procesales, como 

también para los que muchos conocen como presupuestos materiales 

para la sentencia de fondo.  En dicho contexto, la nulidad procesal se 

gestaría de los errores in procedendo y no in iudicando, no 

requiriéndose de un fallo formal como la sentencia inhibitoria para los 

presupuestos materiales.  La nulidad procesal busca la protección por 

vía de negativa de los requisitos de forma, y sólo desde ésta 

aproximación es posible explicar coherentemente la teoría desarrollada 

sobre dicha sanción procesal; por esto debe asumirse una posición 

clara en búsqueda de una perspectiva holística que integre la teoría de 

los presupuestos procesales y sobre las formas procesales con la teoría 

de las nulidades procesales. Se hace necesario salvaguardar los 

requisitos formales de errores in procedendo para lograr eficacia y 

validez, en pro de la seguridad misma del ordenamiento jurídico.  

Dichos requisitos de forma se circunscriben al ámbito de ser legisladas, 
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no pudiendo dejarse la teoría de los presupuestos procesales y formas 

procesales al mero capricho de las partes o al arbitrio judicial.  Pero 

jamás la nulidad ha de tener por función salvar la forma por la forma, 

sino los fines determinados a ella por ley. 

 

En cuanto al principio del formalismo es indispensable que los 

actos procesales, las etapas procesales y el proceso mismo guarden 

los requisitos de forma, porque de lo contrario aparece un defecto que 

puede ser relevante, de naturaleza procesal; y de acuerdo a su mayor o 

menor trascendencia el vicio afectaría un acto, o una serie de actos, o 

todo un proceso.  "...el recurso de nulidad tiene por objeto subsanar los 

vicios o defectos de que puede adolecer los requisitos que condicionan 

la validez de los actos procesales (errores in procedendo)".  Pero, esta 

formalidad no debe hacerse coincidir con la tiranía del formalismo 

extremo;  por lo que resulta aconsejable que se predique la nulidad en 

procesos que estén regimentados por formas elásticas.  Lo que sí 

resulta inadmisible es permitir la libertad de formas, dejando toda la 

actividad procesal y sus requisitos formales expuestos al mero capricho 

de las partes o al arbitrio judicial.  Esta elasticidad, concebida bajo una 

regla de orden teleológico tenue, sólo admite la nulidad procesal sobre 

aquellos actos que carecen de los requisitos indispensables para la 

obtención de su finalidad, sin sujeción a pautas legales demasiado 

restrictivas que podrían degenerar en la exaltación de un formalismo 

exagerado.  Jamás la nulidad tiene por función salvar la forma por la 

forma, sino que debe considerar los fines determinados a ella por la ley.  

La teoría moderna ha reconocido la identidad de las nulidades 

procesales con el finalismo, puesto que el formalismo en lo que atañe al 

derecho procesal tiene un sentido trascendente y no vacío.   
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CAPITULO VI 
 
VI.1   PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DE JUICIO DE 

AMPARO 
 

 El Derecho es una disciplina que se rige por principios estos son 

conocidos como los principios generales del derecho, entre los cuales 

podemos mencionar, dura lex sed lex, o sea la ley es dura pero es la 

ley, también se encuentra el que habla acerca de que la ignorancia de 

la ley no exime de su cumplimiento, el primero en tiempo es primero en 

derecho. 

 

Así, son muchos los principios que rigen a nuestro derecho en 

general, así como en cada materia también existen principios como en 

el derecho penal habla acerca de nulla lege nulla pena nulla pena nulla 

lege, que nos habla acerca de que no hay ley sin pena ni pena sin ley, 

el juez no puede imponer una pena si no está prevista en la ley, en 

materia laboral podemos hablar acerca de que toda la carga probatoria 

recae sobre el patrón o que la ley siempre ira en protección del 

trabajador o empleado, y cuál es la función de todos estos principios 

pues darnos pauta acerca de cómo se va a desarrollar un juicio, ya que 

el derecho por ser en sus leyes y normas objetivo, general y abstracto. 

 

La función del juez es dar su veredicto o sentencia de forma 

subjetiva, individual y concreta dependiendo su propio criterio, y como 

ya hemos mencionado estos principios aplicables al derecho darán una 

pauta una guía, una pauta, al juez y a aquel que lo interprete para poder 

hacerlo de manera correcta y en beneficio de aquella causa sea cual 

fuere que este defendiendo, lo mismo en materia de amparo son ocho 

estos principios fundamentales que nos darán una pauta y por lo mismo 
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son fundamentales al igual que los mencionados al principio de este 

escrito tenerlos presentes para así tomar la resolución mejor aplicada 

del Derecho objetivo al caso particular sobre el cual estemos trabajando 

y más en una materia tan importante como lo es el amparo. 

 

VI.2    Principio de iniciativa o instancia de parte agraviada. 
 

Se encuentra previsto en la fracción I del Artículo 107 

Constitucional. Este principio habla acerca de que la autoridad de 

amparo no puede actuar de forma oficiosa sino que requiere que una 

persona acuda a ante ella por considerar que una autoridad, mediante 

un acto o ley, le violó sus garantías individuales y solicite por tanto el 

amparo y protección de justicia federal. 

 

Lo anterior obedece a que el juicio de amparo es un medio de 

control de la constitucionalidad jurisdiccional que se ejercita por vía 

acción, con apoyo en lo dispuesto en el numeral constitucional indicado 

y de conformidad con lo previsto en los Artículos 8 y 17 de la propia 

Constitución, de tal manera que si nadie acude a solicitar el amparo y 

protección de la justicia federal, no podrá iniciarse ningún juicio de 

amparo. 

 

El Artículo 4º de la Ley de Amparo reglamenta dicha fracción, 

aunque cabe mencionar que existe una excepción prevista en el 

Artículo 17 de la misma, en caso de que el agraviado se encuentre 

imposibilitado, por ejemplo por estar detenido por una autoridad.  

 

 
 
 



66 

 

VI.3    Principio de la existencia de agravio personal y directo 
 
Hablando acerca de que sea personal significa que la persona 

que intente la acción de amparo debe ser precisamente el titular de los 

derechos subjetivos que otorga la Constitución, sobre que sea directo 

implica el quebranto de esos derechos subjetivos que el gobernado 

tiene y que mediante la ley o acto de autoridad le debe afectar 

directamente a su titular y a ninguna otra persona. 

 

VI.4    Principio de la prosecución judicial de amparo  

 

Sobre esto habla el 1er párrafo del Artículo 107 Constitucional y 

dice de forma textual lo siguiente: “Todas las controversias de que 

habla el Artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del 

orden jurídico que determine la ley”. 

 

VI.5  Principio de la relatividad de los efectos de la sentencia 
de amparo  

 

La sentencia será siempre tal, que solo se ocupe de individuos 

particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial 

sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto 

de la ley o acto que la motivare. 

 
VI.6    Principio de definitividad del acto reclamado 
 
Para reclamar el juicio de amparo los actos reclamados deben 

ser definitivos es decir que en su contra, no deben existir recursos o 

medios de defensa legal por medio del cual se puedan reformar o 

modificar. 
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VI.7  Principio de la suplencia de la deficiencia de la queja  

 

Este principio consiste en que de la sentencia que se dicte en el 

juicio de amparo, la autoridad judicial federal deberá tomar en 

consideración no solo los conceptos de violación aducidos por el 

quejoso en su demanda, sino que además deberá comprender otras 

cuestiones que no fueron planteadas en ella, siempre que se encuentre 

dentro de las hipótesis que enmarca el artículo 76 bis de la Ley de 

Amparo. 
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CAPITULO VII 
 
VII. 1  EXCEPCIONES DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD 
 

Cumplimiento de una ejecutoria de amparo obliga a las 

autoridades que no hayan sido parte en el juicio de amparo. 

 

o Los efectos de la sentencia de amparo se hace extensivo 

a los codemandados en materia mercantil cuando el quejoso reclama 

falta de emplazamiento cuando en un juicio de amparo integre la litis 

consorcio pasivo necesario. 

 

o Cumplimiento de sentencia de amparo afecta a terceras 

personas que no fueron parte en el juicio de amparo llamados también 

extraños 

 
VII.2   Excepciones en materia penal 
 
o Es procedente el juicio de amparo así como la apelación 

contra el auto de formal prisión. 

 

o Contra el auto de sujeción a proceso diferenciándose los 

delitos de pena corporal a los de multa 

 

o Contra el reclamo de una orden de reaprehensión 

elaborado por el tercero perjudicado 
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VII.3  Excepciones en materia civil y de trabajo 
 
• A falta de emplazamiento a juicio en caso de divorcio, la 

ley establece ciertas modalidades de emplazamiento si tiene un error la 

notificación será nula 

 

VII.4  Excepción en materia laboral 
 
• Cuando en la junta se dicta la ejecución de laudo si la 

resolución no fue notificada al patrón puede acudir a éste por medio de 

un recurso de revisión y se le pasó el término. 

 

VII.5  Excepciones en materia administrativa 
 
• Cuando el acto reclamado carece de fundamentación 

 

• Cuando la ley de donde emana el acto reclamado exija 

mayores requisitos que los de la ley de amparo consigna para conceder 

la suspensión. 

 

 Está considerado como una base constitucional del juicio de 

Amparo, en virtud de que lo dispone el párrafo segundo de la fracción II 

del numeral 107 de la Constitución General de la República, al prevenir 

la obligación de suplir la deficiencia de la queja en los términos que 

disponga la Ley de Amparo. 

 

A la luz del artículo 76 bis de la Ley de Amparo veremos los 

casos en que se aplicaba este principio en las diferentes materias: 
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VII.6  Artículo 76 bis.  

 

“Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán 

suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así 

como de los agravios formulados en los recursos que esta ley 

establece, conforme a lo siguiente: 

 

En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en 

leyes declarada inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema 

Corte de Justicia; 

 

En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de 

conceptos de violación o de agravios del reo; 

 

En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el art. 227 de 

esta ley; 

 

En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a favor del 

trabajador; 

 

A favor de los menores de edad o incapaces, y 

 

Entre otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra 

del quejoso o del particular recurrente, una violación manifiesta de la 

Ley que lo haya dejado sin defensa.” 

 

Cabe afirmar que en caso de que el Tribunal de la Federación 

aplique este principio, la consecuencia jurídica será, ya sea en amparo 

indirecto en primera instancia o amparo directo, conceder el amparo y 

protección de la justicia de la Unión; y en caso de que se aplique el 
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recurso, será el declarar fundados los agravios expresados por el 

recurrente, procediendo a revocar la resolución combatida. 

 

Por otra parte, no hay que confundir la suplencia de la deficiencia 

de la queja con la que se conoce como la facultad de suplir el error o la 

ignorancia de la parte agraviada, que se encuentra plasmada en el 

artículo 79 de la Ley de Amparo y que consiste precisamente en que el 

tribunal de amparo tiene la obligación de corregir los errores que 

advierta en la cita de los preceptos constitucionales y legales que 

estime violados y podrá examinar en su conjunto los conceptos de 

violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las 

partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin 

cambiar los hechos expuestos en la demanda. 
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CAPITULO VIII  
 
VIII.1  PRINCIPIO DE PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 

AMPARO DIRECTO E INDIRECTO. 
 

VIII.1.1 Principio de procedencia del juicio de amparo directo  

 

Esta base constitucional establece cuándo procede el juicio de 

amparo directo ante los tribunales colegiados de circuito. Se encuentra 

contenida en la fracción V del artículo 107 de la Constitución y 

reglamentada por el artículo 158 de la Ley de Amparo. 

 

Así, esta base constitucional prevé que el juicio de amparo 

directo procede contra lo siguiente: 

 

o Sentencias definitivas dictadas por tribunales judiciales o 

administrativos respecto de las cuales las leyes comunes no conceden 

ningún recurso o medio de defensa legal, por virtud del cual puedan ser 

modificadas o reformadas, entendiéndose por sentencias definitivas 

aquellas que deciden el juicio en lo principal ocupándose de las 

acciones deducidas y de las excepciones opuestas, respecto de las 

cuales las leyes comunes no concedan ningún recurso ordinario por 

cuyo medio puedan ser modificadas o revocadas. 

 

o Laudos que son dictados por los tribunales del trabajo. 

 

o Resoluciones que pongan fin al juicio dictadas por 

tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, entendiéndose por 

resolución que ponga fin al juicio aquellas que sin decidir el juicio en lo 
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principal lo dan por concluido, y respecto de las cuales las leyes 

comunes no conceden ningún recurso ordinario mediante el que 

puedan ser modificadas o revocadas. 

 

Esta base constitucional también ve sobre la demanda de 

amparo se puedan reclamar violaciones cometidas en las propias 

sentencias, laudos o resoluciones que pongan fin al juicio, o también se 

puede reclamar violaciones cometidas durante el procedimiento pero 

que necesariamente deben afectar las defensas del quejoso y que 

afecten al resultado del fallo, ya que de otra forma, en cuanto a estas 

violaciones se refiere, no procederá el juicio de amparo directo. Sin 

perjuicio de que en materia civil el quejoso deberá impugnar esa 

violación procedimental mediante el recurso ordinario que la ley que 

rige el acto establezca, e impugnar como agravio dicha violación en la 

segunda instancia si se cometió en la primera cuando no hay recurso o 

es declarado improcedente, salvo que la controversia haya versado 

sobre acciones del estado civil, o que afecten derechos de menores o 

incapaces o el orden y estabilidad de la familia. 

 

Asimismo, en las materias civil, administrativa o del trabajo, el 

juicio de amparo directo será procedente sólo contra sentencias 

definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por 

tribunales civiles, administrativos o del trabajo, si son contrarios a la 

letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a los 

principios generales de derecho a falta de ley aplicable, si comprenden 

acciones, excepciones o cosas que no fueron objeto del juicio o si no 

comprenden todas por omisión o negación expresa. 

 

 
 



74 

 

VIII.1.2  Principio de procedencia del juicio de amparo 
indirecto: 

 

Este principio se encuentra inserto en la fracción VII del artículo 

107 Constitucional, que expresa: 

 

“El amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o después de 

concluido, o que afecten a personas extrañas al juicio, contra actos de 

autoridad administrativa, se interpondrá ante el juez de distrito bajo 

cuya jurisdicción se encuentre el lugar en que el acto reclamado se 

ejecute o trate de ejecutarse, y su tramitación se limitará al informe de 

la autoridad, o una audiencia para la que se citará en el mismo auto en 

el que mande pedir el informe, y se recibirán las pruebas que las partes 

interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose en la misma 

audiencia la sentencia.” 

 

Como se advierte, todos los actos respecto a los cuales no 

conoce el tribunal colegiado de circuito son competencia del juez de 

distrito y se reglamentan con precisión en los Art. 114 y 115 de la Ley 

de Amparo, cuyos Art. 116 y 157 señalan el trámite a que ha de 

sujetarse ese tipo de amparo. 
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CAPITULO IX 
 
ANÁLISIS SOBRE LAS REFORMAS A LA LEY DE AMPARO, 

RESPECTO DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD. 

 

EN EL CONGRESO FEDERAL, EL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 

DEMOCRÁTICA, PRESENTÓ LA PROPUESTA DE REFORMA A LA LEY DE AMPARO, 
EN ESPECÍFICO A LA MUY CONOCIDA “FÓRMULA OTERO”, QUE REFIERE SOBRE 

LA RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO, PRETENDIENDO SU 

ABROGACIÓN, ESTABLECIENDO SU PROPUESTA EN LOS SIGUIENTES 

TÉRMINOS: 
 
“REFORMAS A LA LEY DE AMPARO Y DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL 

CIUDADANO DIPUTADO DAVID AUGUSTO SOTELO ROSAS, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, 

PRESENTADA EN LA SESIÓN DEL MARTES 3 DE OCTUBRE DE 2000  

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción 

segunda, y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el abajo suscrito somete a la consideración de esta Cámara 

la presente Iniciativa, que reforma el artículo 107, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de abrogar 

la relatividad de la sentencia en el juicio de amparo, denominada por la 

doctrina como la “fórmula Otero”, al tenor de los siguientes 

considerandos. 

 

Exposición de Motivos 
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La fracción segunda del artículo 107 de la Constitución General 

de la República establece que, en materia del juicio de amparo, “la 

sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos 

particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial 

sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto 

de la ley o acto que la motivare”. 

 

Igual sentido posee la disposición del artículo 76 de la Ley de 

Amparo agregando a las personas morales privadas u oficiales que 

hubiesen solicitado el recurso. 

 

La acción de amparo es un derecho público subjetivo que todo 

individuo puede ejercitar para acudir al amparo y protección de la 

justicia federal, cuando considere que una ley o un acto de autoridad 

viola sus garantías individuales o se ha ubicado en las hipótesis 

previstas por el artículo 103 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

El juicio de amparo es la última instancia que tutela el orden 

jurídico de la nación contra la violación de la ley por parte de cualquier 

autoridad o instancia de gobierno, siempre y cuando haya una 

afectación actual, personal y directa a los derechos de una persona 

física o moral, sea individual o colectiva; significando por ello el control 

de la constitucionalidad y de la legalidad. 

 

El juicio de amparo, de acuerdo con el maestro Teófilo Olea y 

Leyva es un proceso de anulación. El ministro Juventino V. Castro 

considera al amparo como “un proceso concentrado de anulación —de 

naturaleza constitucional— promovido por la guía de acción, 

reclamándose actos de autoridad y que tiene como finalidad proteger 
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exclusivamente a los quejosos contra la expedición o aplicación de 

leyes violatorias de las garantías expresamente reconocidas en la 

Constitución; contra los actos conculcatorios de dichas garantías; contra 

la inexacta y definitiva atribución de la ley al caso concreto o contra las 

invasiones recíprocas de las soberanías ya sean federales o 

estaduales, que agravian directamente a los quejosos, produciendo la 

sentencia que conceda la protección, el efecto de restituir las cosas al 

estado que tenían antes de efectuarse la violación reclamada —si el 

acto es de carácter positivo— o el de obligar a la autoridad a que 

respete la garantía violada, cumpliendo con lo que ella exige —si es de 

carácter negativo”. 

 

Desde 1847, la sentencia en el juicio de amparo, observa el 

principio de la relatividad. Es decir, la fracción segunda del artículo 107 

constitucional y el artículo 76 de la Ley de Amparo consagran el voto 

particular de Mariano Otero, en el sentido de que el poder judicial 

debería única y exclusivamente desaplicar la norma secundaria; porque 

de lo contrario se pondría “en oposición contra el poder legislativo”. 

 

El artículo 19 del proyecto de Mariano Otero (que pasó como 

artículo 5º) estipuló, tratándose del amparo, que la acción jurisdiccional 

deberá circunscribirse “a impartir su protección en los casos particulares 

sobre los que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general 

respecto a ley o del acto que la motivara”. 

 

Este aserto conocido como “fórmula Otero”, quedó así asentado 

porque tanto en el mismo proyecto como en el acta constitutiva y de 

reformas se había creado un sistema de control de las leyes 

estaduales. 
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La fórmula expresada por Otero en el siglo XIX, tenía como 

justificación la tesis de que los efectos de la sentencia de un proceso en 

el que se revise la constitucionalidad de una ley, violan el principio de la 

relatividad de aquélla. Tal aseveración palidece frente al criterio de que 

los efectos erga omnes de la sentencia obsequia el principio de la 

supremacía de la norma constitucional sobre las normas secundarias. 

 

La relatividad de la sentencia de amparo se expresa en que sólo 

se ocupa de las personas promoventes del recurso, limitándose a 

ampararlos y protegerlos y sin hacer ninguna declaración general de la 

ley o acto que motive el juicio. 

 

Este principio no puede seguir sosteniéndose. El orden jurídico 

nacional no puede permitir que se siga arrastrando una figura 

decimonónica que contraria los principios generales del derecho y que 

hace nugatorios los derechos del hombre y del ciudadano, elementales 

a cualquier Estado de derecho. Una norma no puede ser 

inconstitucional para un individuo y, al mismo tiempo, tener validez y 

aplicación para otros. 

 

La injusticia que comete la susodicha fórmula consiste en que 

sólo aprovecha al promovente, excluyendo a todos los demás. Ello viola 

el principio del control de la constitucionalidad, pues en la realidad una 

norma secundaria tendrá un ámbito de validez derogatorio de la norma 

constitucional. 

 

También hace inoperante la igualdad de los hombres anta la ley, 

pues sólo aprovecha a quien interpone el recurso. Asimismo, es fuente 

de constantes violaciones y atropellos por parte de la autoridad, pues se 

aplican leyes y/o se realizan actos señalados como inconstitucionales. 
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La tutela constitucional es nugatoria si la protección y amparo 

sólo benefician a uno o varios individuos y no a la generalidad de 

quienes componen la sociedad. Porque si bien es cierto que existe el 

derecho subjetivo de acudir a la tutela jurisdiccional, en la realidad sólo 

muy pocos individuos recurren los actos y/o leyes violatorias de sus 

garantías. 

 

Ahora bien, si el tribunal, encargado de decir el derecho, 

considera inconstitucional un auto de autoridad o una ley sobre un 

individuo, lógicamente se desprende que lo es para todos los demás 

que se encuentran en los mismos supuestos y con las mismas 

características de la especie. 

 

La sentencia de amparo cuyo contenido sea de efectos 

generales ayuda y fortalece el principio de división de poderes, porque 

al mismo tiempo que coadyuva con el Poder Legislativo a ponderar su 

actuación como órgano generador de las normas, defiende o tutela la 

norma fundamental. 

 

Si los tribunales declaran la inconstitucionalidad de una ley o acto 

de autoridad, se colige que ambos actos están afectando las normas 

que rigen para todos los ciudadanos, por tanto, los efectos de la 

sentencia deben ser, a tal punto, generales, a fin de que el gobernado 

tenga la garantía, no sólo de tutela jurídica, sino constitucional de sus 

derechos. 

 

Por otra parte, el artículo 135 de la Ley de Amparo establece que 

para cobros fiscales no es necesario agotar los medios ordinarios antes 

de acudir al juicio de garantías, en virtud de que el Código Fiscal de la 
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Federación exige que la garantía del crédito fiscal sea mayor en cuanto 

a su monto ya que incluye recargos, actualizaciones y un periodo de 12 

meses más; es necesario que en materia fiscal la Ley de Amparo 

contemple la necesidad de ofrecer el mismo tipo de garantías que el 

Código Fiscal de la Federación establece, como la fianza o el embargo 

en vía administrativa, entre otros; ya que si bien es cierto que la ley 

secundaria impone un monto mayor a garantizar, también es cierto que 

la Ley de Amparo exige que el monto del crédito se deposite en 

efectivo, lo que hace nugatorio el acceso al juicio de amparo, pues 

siempre será mucho más barata una fianza o el embargo de la 

negociación, que el tener que depositar en efectivo el importe total del 

crédito. 

 

Por lo antes expuesto, se somete a la consideración de esta 

Cámara de Diputados el siguiente 

Decreto por el que se reforman el artículo ciento siete, 
fracción segunda, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y setenta y seis, ciento treinta y cinco, y ciento 
cuarenta y cinco de la Ley de Amparo, y se adicionan los artículos 
setenta y nueve bis, y ciento veintiuno bis a la Ley de Amparo, 
reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
Artículo Primero.- Se reforma la fracción segunda del artículo 

107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 

quedar como sigue: 

Artículo 107. ... 
I. ... 

II. La sentencia, además de ocuparse de los individuos 

promoventes amparándolos y protegiéndolos en el caso sobre el que 
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verse la queja, hará una declaración general respecto de la ley o acto 

que la motivare. 

Artículo Segundo.- Se reforma el artículo setenta y seis de la 

Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos ciento tres y ciento siete 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 

quedar como sigue: 

Artículo 76. ... 
Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo 

se ocuparán de las personas físicas o morales, privadas u oficiales 
que lo hubiesen solicitado, amparándolas y protegiéndolas en el 
caso específico, si procediere sobre el que verse la demanda; 
haciendo una declaración general respecto de la ley o acto que la 
motivare. Esta declaración tendrá efectos generales respecto a las 
personas que se ubiquen en los supuestos de la ley o acto de 
autoridad recurrido. 

 
Artículo Tercero.- Se reforma el artículo ciento treinta y cinco de 

la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos ciento tres y ciento 

siete de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 

quedar como sigue: 

 
Artículo 135. 
Cuando el Amparo se pida contra el cobro de contribuciones, 

podrá concederse discrecionalmente la suspensión del acto reclamado, 

la que surtirá efectos previo el otorgamiento de las garantías que 

establece el Código Fiscal de la Federación o depósito de la cantidad 

que se cobra ante la Tesorería de la Federación o de la entidad 

federativa o Municipio que corresponda. 
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Artículo Cuarto.- Se reforma el artículo ciento cuarenta y cinco 

de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos ciento tres y ciento 

siete de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 

quedar como sigue: 

 
Artículo 145. ... 
El Juez de distrito examinará, ante todo, el escrito de demanda; y 

si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la 

desechará de plano sin suspender el acto reclamado. 

En los casos de terceros extraños a un juicio, se considerará 

como requisito de procedibilidad la demostración documental de que se 

tiene un derecho legítimamente protegido. 

 
Artículo Quinto.- Se adiciona el artículo setenta y nueve bis de 

la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos ciento tres y ciento 

siete de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 

quedar como sigue: 

 
Artículo 79 bis. 
Los tribunales colegiados de circuito y la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en su caso, al conocer de amparos directos en 

contra de tribunales civiles, administrativos o de trabajo, si consideran 

fundados los conceptos de violación de carácter formal, deberán 

estudiar los argumentos cuyo estudio omitió el tribunal responsable. 

 
Artículo Sexto.- Se adiciona el artículo ciento veintiuno bis a la 

Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos ciento tres y ciento siete 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 

quedar como sigue: 
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Artículo 121 bis. 
En los casos de terceros extraños a un juicio, deberá 

acompañarse a la demanda los documentos que justifiquen que el 

quejoso tiene un derecho legítimamente protegido. 

 
Transitorios 
 
Artículo Primero.- El presente Decreto entrara en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Atentamente 

Diputado David Augusto Sotelo Rosas (rúbrica) 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de octubre de 2000. 

 

El pleno del Senado aprobó un paquete de reformas a la Ley de 

Amparo que permiten “abrir” la figura legal a más mexicanos, pues una 

vez que la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) haya emitido 

cinco sentencias, tendrá el alcance general, y no beneficiará 

únicamente a los interesados.  

 

Luego de la participación de una serie de oradores, entre ellos, 

Ricardo Monreal, coordinador del Partido del Trabajo; del perredista 

Tomás Torres, y del panista Alejandro Zapata Perogordo, el paquete de 

reformas a la Ley de Amparo se aprobó en lo general por 89 votos a 

favor, cero en contra y cero abstenciones.  

 

El pleno aprobó algunos cambios de forma en artículos 

propuestos por los senadores Tomás Torres y Rubén Velázquez, 

ambos perredistas, pero que no cambiaron el fondo de la iniciativa.  
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Las reformas a la Ley de Amparo fueron enviadas a la Cámara 

de Diputados para continuar con su proceso legislativo.  

 

Las reformas aprobadas ayer —en la penúltima sesión del 

periodo ordinario de sesiones que concluye el próximo martes— 

amplían la posibilidad de que más mexicanos recurran al amparo, y por 

ende, tengan mayor acceso a la justicia.  

 

El dictamen provino de las Comisiones Unidas de Puntos 

Constitucionales y de Estudios Legislativos, la primera presidida por el 

PRI y la segunda por el PAN.  

 

Pedro Joaquín Coldwell (PRI), presidente de la Comisión de 

Puntos Constitucionales, comentó: “Tienen ustedes a su consideración 

la reforma al juicio de amparo más importante que se haya realizado en 

nuestro país en los últimos 25 años… en efecto, el juicio de amparo en 

nuestro país, del cual fuimos precursores en América Latina, hoy está 

muy rezagado respecto a los avances que otras naciones de nuestro 

subcontinente cultural han tenido en materia de protección de los 

derechos y las garantías que consagra la Constitución”.  

 

Castigo a incumplidos  

 

Los cambios a la ley avalados permitirán que la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación (SCJN) se fortalezca.  

 

De igual forma con el paquete de reformas aprobado se retirará 

el llamado “efecto Otero” lo que permitirá que las resoluciones protejan 

a todos en esas hipótesis y se crearán los plenos de circuito, que van a 
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resolver las contradicciones de tesis, cuando éstas se presenten entre 

tribunales de un mismo circuito.  

 

Los senadores confirmaron que se ampliará con los cambios 

legales, el sentido garantista del juicio de amparo, además de que se 

fortalecerá la estructura del Poder Judicial, a través de la consolidación 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

 

Determinará también la procedencia de la figura jurídica en caso 

de violación a los derechos humanos.  

 

En las reformas se plantea separar de su cargo a las autoridades 

que incumplan con un amparo.  

 

También establece sanciones penales a la autoridad que por 

mala fe o negligencia desobedezca un auto de suspensión, y faculta a 

los tribunales de la Federación a conocer de procedimientos 

relacionados con delitos del orden federal.  

 

Con lo aprobado ayer por los senadores, y que fue turnado a la 

Cámara de Diputados, se amplía el juicio de amparo a la protección de 

los derechos fundamentales contenidos en instrumentos internacionales 

ratificados por México. Además establece la figura de amparo 

“adhesivo” como solución a la falta de celeridad, que representa el juicio 

de amparo para mejorar las condiciones de la sentencia definitiva.” 
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Enseguida se precisa transcribir el referido Decreto de Reformas:  

 

DOF: 06/06/2011  

DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de los 

artículos 94, 103, 104 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos 

Mexicanos.- Presidencia de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"LA COMISIÓN PERMANENTE DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN, EN USO 

DE LA FACULTAD QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 135 CONSTITUCIONAL Y PREVIA LA 

APROBACIÓN DE LAS CÁMARAS DE DIPUTADOS Y DE SENADORES DEL CONGRESO 

GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ASÍ COMO LA MAYORÍA DE LAS 

LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS, 

DECRETA: 
SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LOS 

ARTÍCULOS 94, 103, 104 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 

Artículo Único.- Se reforma el artículo 94, para modificar el párrafo ubicado 

actualmente en octavo lugar; se incorpora un nuevo párrafo para quedar en séptimo lugar y 

se incorpora otro nuevo párrafo para quedar en noveno lugar. Se reforma el artículo 103. 

Se reforma el artículo 104. Se reforma el artículo 107 de la siguiente manera: el párrafo 

inicial; las fracciones I y II; el inciso a) de la fracción III; las fracciones IV, V, VI y VII; el 

inciso a) de la fracción VIII; las fracciones IX, X, XI, XIII, XVI y XVII y se deroga la fracción 

XIV, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como 

sigue: 

Artículo 94. ... 

... 

... 

... 

... 

... 

Asimismo, mediante acuerdos generales establecerá Plenos de Circuito, 

atendiendo al número y especialización de los Tribunales Colegiados que pertenezcan a 

cada Circuito. Las leyes determinarán su integración y funcionamiento. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia estará facultado para expedir acuerdos 
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generales, a fin de lograr una adecuada distribución entre las Salas de los asuntos que 

competa conocer a la Corte, así como remitir a los Tribunales Colegiados de Circuito, para 

mayor prontitud en el despacho de los asuntos, aquéllos en los que hubiera establecido 

jurisprudencia o los que, conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte determine para 

una mejor impartición de justicia. Dichos acuerdos surtirán efectos después de publicados. 

Los juicios de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de 

inconstitucionalidad se substanciarán y resolverán de manera prioritaria cuando alguna de 

las Cámaras del Congreso, a través de su presidente, o el Ejecutivo Federal, por conducto 

del consejero jurídico del gobierno, justifique la urgencia atendiendo al interés social o al 

orden público, en los términos de lo dispuesto por las leyes reglamentarias. 

La ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan 

los Tribunales del Poder Judicial de la Federación y los Plenos de Circuito sobre la 

interpretación de la Constitución y normas generales, así como los requisitos para su 

interrupción y sustitución. 

La remuneración que perciban por sus servicios los Ministros de la Suprema 

Corte, los Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito y los Consejeros de la Judicatura 

Federal, así como los Magistrados Electorales, no podrá ser disminuida durante su 

encargo. 

Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia durarán en su encargo quince 

años, sólo podrán ser removidos del mismo en los términos del Título Cuarto de esta 

Constitución y, al vencimiento de su periodo, tendrán derecho a un haber por retiro. 

Ninguna persona que haya sido ministro podrá ser nombrada para un nuevo 

periodo, salvo que hubiera ejercido el cargo con el carácter de provisional o interino. 

Artículo 103. Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que 

se suscite 

I. Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los 

derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por esta 

Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte; 

II. Por normas generales o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan 

la soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y 

III. Por normas generales o actos de las autoridades de los Estados o del Distrito 

Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal. 

Artículo 104. Los Tribunales de la Federación conocerán: 

I. De los procedimientos relacionados con delitos del orden federal; 

II. De todas las controversias del orden civil o mercantil que se susciten sobre el 

cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tratados internacionales celebrados 

por el Estado Mexicano. A elección del actor y cuando sólo se afecten intereses 
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particulares, podrán conocer de ellas, los jueces y tribunales del orden común. 

Las sentencias de primera instancia podrán ser apelables ante el superior 

inmediato del juez que conozca del asunto en primer grado; 

III. De los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones 

definitivas de los tribunales de lo contencioso-administrativo a que se refieren la fracción 

XXIX-H del artículo 73 y fracción IV, inciso e) del artículo 122 de esta Constitución, sólo en 

los casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán los Tribunales 

Colegiados de Circuito, se sujetarán a los trámites que la ley reglamentaria de los artículos 

103 y 107 de esta Constitución fije para la revisión en amparo indirecto, y en contra de las 

resoluciones que en ellas dicten los Tribunales Colegiados de Circuito no procederá juicio 

o recurso alguno; 

IV. De todas las controversias que versen sobre derecho marítimo; 

V. De aquellas en que la Federación fuese parte; 

VI. De las controversias y de las acciones a que se refiere el artículo 105, mismas 

que serán del conocimiento exclusivo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

VII. De las que surjan entre un Estado y uno o más vecinos de otro, y 

VIII. De los casos concernientes a miembros del Cuerpo Diplomático y Consular. 

 

Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, 

con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que 

determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: 

 

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, 
teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo 

individual o colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado viola los derechos 

reconocidos por esta Constitución y con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de 
manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico. 

 

Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, el quejoso deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo 

que se afecte de manera personal y directa; 

 
II. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se 

ocuparán de los quejosos que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y 

protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda. 
 

Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la 

inconstitucionalidad de una norma general por segunda ocasión consecutiva, la Suprema 
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Corte de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad emisora correspondiente. 

Cuando los órganos del Poder Judicial de la Federación establezcan 

jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad de una norma 

general, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo notificará a la autoridad emisora. 

Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se supere el problema de 

inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que fuere 

aprobada por una mayoría de cuando menos ocho votos, la declaratoria general de 

inconstitucionalidad, en la cual se fijarán sus alcances y condiciones en los términos de la 

ley reglamentaria. 

Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores no será aplicable a normas generales 

en materia tributaria. 

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de los conceptos de violación 

o agravios de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria. 

Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar 

de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los 

ejidos o a los núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado 

comunal, o a los ejidatarios o comuneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas 

pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos mencionados y acordarse las 

diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la 

naturaleza y efectos de los actos reclamados. 

En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, en perjuicio de los 

núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios o comuneros, el sobreseimiento por 

inactividad procesal ni la caducidad de la instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en 

su beneficio. Cuando se reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo 

tampoco procederán desistimiento ni el consentimiento expreso de los propios actos, salvo 

que el primero sea acordado por la Asamblea General o el segundo emane de ésta; 

III. ... 

a) Contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, ya 

sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte 

las defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo. En relación con el amparo al 

que se refiere este inciso y la fracción V de este artículo, el Tribunal Colegiado de Circuito 

deberá decidir respecto de todas las violaciones procesales que se hicieron valer y 

aquéllas que, cuando proceda, advierta en suplencia de la queja, y fijará los términos 

precisos en que deberá pronunciarse la nueva resolución. Si las violaciones procesales no 

se invocaron en un primer amparo, ni el Tribunal Colegiado correspondiente las hizo valer 

de oficio en los casos en que proceda la suplencia de la queja, no podrán ser materia de 

concepto de violación, ni de estudio oficioso en juicio de amparo posterior. 

La parte que haya obtenido sentencia favorable y la que tenga interés 
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jurídico en que subsista el acto reclamado, podrá presentar amparo en forma 
adhesiva al que promueva cualquiera de las partes que intervinieron en el juicio del 

que emana el acto reclamado. La ley determinará la forma y términos en que deberá 

promoverse. 
Para la procedencia del juicio deberán agotarse previamente los recursos 

ordinarios que se establezcan en la ley de la materia, por virtud de los cuales aquellas 

sentencias definitivas, laudos y resoluciones puedan ser modificados o revocados, salvo el 

caso en que la ley permita la renuncia de los recursos. 

Al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, 

deberán hacerse valer las violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuando el 

quejoso las haya impugnado durante la tramitación del juicio mediante el recurso o medio 

de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva. Este requisito no será 

exigible en amparos contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, al estado 

civil, o al orden o estabilidad de la familia, ni en los de naturaleza penal promovidos por el 

sentenciado; 

b) ... 
c) ... 

IV. En materia administrativa el amparo procede, además, contra actos u 

omisiones que provengan de autoridades distintas de los tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, y que causen agravio no reparable mediante algún medio de 

defensa legal. Será necesario agotar estos medios de defensa siempre que conforme a las 

mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos de oficio o mediante la 

interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal que haga valer el agraviado, con 

los mismos alcances que los que prevé la ley reglamentaria y sin exigir mayores requisitos 

que los que la misma consigna para conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que 

el que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional, independientemente de 

que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo 

con dicha ley. 

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa si el acto 

reclamado carece de fundamentación o cuando sólo se aleguen violaciones directas a esta 

Constitución; 

V. El amparo contra sentencias definitivas, laudos o resoluciones que pongan fin 

al juicio se promoverá ante el Tribunal Colegiado de Circuito competente de conformidad 

con la ley, en los casos siguientes: 

a) ... 
b) ... 

c) ... 

... 
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d) ... 
... 

VI. En los casos a que se refiere la fracción anterior, la ley reglamentaria señalará 

el procedimiento y los términos a que deberán someterse los Tribunales Colegiados de 

Circuito y, en su caso, la Suprema Corte de Justicia de la Nación para dictar sus 

resoluciones; 

VII. El amparo contra actos u omisiones en juicio, fuera de juicio o después de 

concluido, o que afecten a personas extrañas al juicio, contra normas generales o contra 

actos u omisiones de autoridad administrativa, se interpondrá ante el Juez de Distrito bajo 

cuya jurisdicción se encuentre el lugar en que el acto reclamado se ejecute o trate de 

ejecutarse, y su tramitación se limitará al informe de la autoridad, a una audiencia para la 

que se citará en el mismo auto en el que se mande pedir el informe y se recibirán las 

pruebas que las partes interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose en la 

misma audiencia la sentencia; 

VIII. ... 

a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo normas generales 

por estimarlas directamente violatorias de esta Constitución, subsista en el recurso el 

problema de constitucionalidad. 

b) ... 
... 

... 

IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las 

sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la 

interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales 

cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y 

trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. La materia del recurso se limitará a la 

decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras; 

X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y 

mediante las condiciones que determine la ley reglamentaria, para lo cual el órgano 

jurisdiccional de amparo, cuando la naturaleza del acto lo permita, deberá realizar un 

análisis ponderado de la apariencia del buen derecho y del interés social. 

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en 

materia penal al comunicarse la promoción del amparo, y en las materias civil, mercantil y 

administrativa, mediante garantía que dé el quejoso para responder de los daños y 

perjuicios que tal suspensión pudiere ocasionar al tercero interesado. La suspensión 

quedará sin efecto si éste último da contragarantía para asegurar la reposición de las 

cosas al estado que guardaban si se concediese el amparo y a pagar los daños y 
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perjuicios consiguientes; 

XI. La demanda de amparo directo se presentará ante la autoridad responsable, la 

cual decidirá sobre la suspensión. En los demás casos la demanda se presentará ante los 

Juzgados de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito los cuales resolverán sobre la 

suspensión, o ante los tribunales de los Estados en los casos que la ley lo autorice; 

XII. ... 

... 
XIII. Cuando los Tribunales Colegiados de un mismo Circuito sustenten tesis 

contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, el Procurador General de la 

República, los mencionados tribunales y sus integrantes, los Jueces de Distrito o las partes 

en los asuntos que los motivaron podrán denunciar la contradicción ante el Pleno del 

Circuito correspondiente, a fin de que decida la tesis que debe prevalecer como 

jurisprudencia. 

Cuando los Plenos de Circuito de distintos Circuitos, los Plenos de Circuito en 

materia especializada de un mismo Circuito o los Tribunales Colegiados de un mismo 

Circuito con diferente especialización sustenten tesis contradictorias al resolver las 

contradicciones o los asuntos de su competencia, según corresponda, los Ministros de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, los mismos Plenos de Circuito, así como los 

órganos a que se refiere el párrafo anterior, podrán denunciar la contradicción ante la 

Suprema Corte de Justicia, con el objeto de que el Pleno o la Sala respectiva, decida la 

tesis que deberá prevalecer. 

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustenten tesis 

contradictorias en los juicios de amparo cuyo conocimiento les competa, los ministros, los 

Tribunales Colegiados de Circuito y sus integrantes, los Jueces de Distrito, el Procurador 

General de la República o las partes en los asuntos que las motivaron, podrán denunciar la 

contradicción ante el Pleno de la Suprema Corte, conforme a la ley reglamentaria, para que 

éste resuelva la contradicción. 

Las resoluciones que pronuncien el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de 

Justicia así como los Plenos de Circuito conforme a los párrafos anteriores, sólo tendrán el 

efecto de fijar la jurisprudencia y no afectarán las situaciones jurídicas concretas derivadas 

de las sentencias dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción; 

XIV. Se deroga; 

XV. ... 

XVI. Si la autoridad incumple la sentencia que concedió el amparo, pero dicho 

incumplimiento es justificado, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de acuerdo con el 

procedimiento previsto por la ley reglamentaria, otorgará un plazo razonable para que 

proceda a su cumplimiento, plazo que podrá ampliarse a solicitud de la autoridad. Cuando 

sea injustificado o hubiera transcurrido el plazo sin que se hubiese cumplido, procederá a 
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separar de su cargo al titular de la autoridad responsable y a consignarlo ante el Juez de 

Distrito. Las mismas providencias se tomarán respecto del superior jerárquico de la 

autoridad responsable si hubiese incurrido en responsabilidad, así como de los titulares 

que, habiendo ocupado con anterioridad el cargo de la autoridad responsable, hubieran 

incumplido la ejecutoria. 

Si concedido el amparo, se repitiera el acto reclamado, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de acuerdo con el procedimiento establecido por la ley reglamentaria, 

procederá a separar de su cargo al titular de la autoridad responsable, y dará vista al 

Ministerio Público Federal, salvo que no hubiera actuado dolosamente y deje sin efectos el 

acto repetido antes de que sea emitida la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. 

El cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo podrá ser solicitado 

por el quejoso al órgano jurisdiccional, o decretado de oficio por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, cuando la ejecución de la sentencia afecte a la sociedad en 

mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, o cuando, por las 

circunstancias del caso, sea imposible o desproporcionadamente gravoso restituir la 
situación que imperaba antes de la violación. El incidente tendrá por efecto que la 

ejecutoria se dé por cumplida mediante el pago de daños y perjuicios al quejoso. Las 

partes en el juicio podrán acordar el cumplimiento sustituto mediante convenio sancionado 

ante el propio órgano jurisdiccional. 

No podrá archivarse juicio de amparo alguno, sin que se haya cumplido la 

sentencia que concedió la protección constitucional; 

XVII. La autoridad responsable que desobedezca un auto de suspensión o que, 

ante tal medida, admita por mala fe o negligencia fianza o contrafianza que resulte ilusoria 

o insuficiente, será sancionada penalmente; 

XVIII. Se deroga. 

Artículos Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor a los 120 días de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión expedirá las reformas legales 

correspondientes dentro de los 120 días posteriores a la publicación del presente Decreto. 

Tercero. Los juicios de amparo iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del 

presente Decreto, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las 

disposiciones aplicables vigentes a su inicio, salvo por lo que se refiere a las disposiciones 

relativas al sobreseimiento por inactividad procesal y caducidad de la instancia, así como el 

cumplimiento y ejecución de las sentencias de amparo. 

Cuarto. Para la integración de jurisprudencia por reiteración no se tomarán en 

cuenta las tesis aprobadas en los asuntos resueltos conforme a lo dispuesto en las 
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disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto. 

México, D.F., a 4 de mayo de 2011.- Sen. Manlio Fabio Beltrones Rivera, 

Presidente.- Dip. Juan Carlos López Fernández, Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, 

expido el presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de 

México, Distrito Federal, a tres de junio de dos mil once.- Felipe de Jesús Calderón 
Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, José Francisco Blake Mora.- 

Rúbrica. 

 

Ahora bien, de acuerdo con las anteriores reformas, es 

menester hacer resaltar los siguientes aspectos sobre las reformas 

constitucionales en materia de amparo fiscal.  

 

Ç 

 

 

Las Recientes Reformas a la constitución llevadas a cabo 

con un espíritu paternalista y sobre proteccionista del gobierno 

federal, con el fin de no abusar del amparo, al artículo 107, 

fracción VII: DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE PUNTOS 

CONSTITUCIONALES, CON PROYECTO DE DECRETO POR 

EL QUE SE ADICIONA UN INCISO A) A LA FRACCIÓN VII DEL 

ARTÍCULO 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Documento de la Comisión de 

Puntos Constitucionales, con proyecto de decreto por el que se 

adiciona un inciso A) a la fracción VII del artículo 107 de la 

Constitución, Política de los Estados Unidos Mexicanos. Aprobado 

en la Cámara de Diputados con 335 votos en pro y 1 en contra, el 

martes 31 de marzo de 2009. Votación. Turnado a la Cámara de 

Senadores para los efectos constitucionales. Gaceta 

Parlamentaria, número 2725-XI, jueves 26 de marzo de 2009. 

 

Problemática actual. Si bien es cierto que el juicio de 



95 

 

amparo es una magnífica herramienta de protección de garantías 

individuales al alcance del ciudadano, también lo es que las 

actuales normas procesales que lo regulan necesitan actualizarse 

para atender las justificadas demandas de la sociedad. Se ha 

observado en los últimos años que las deficiencias en la 

regulación procesal del amparo han repercutido seriamente en el 

funcionamiento del orden jurídico mexicano, algunas de las cuales 

han derivado en injusticias sociales que no pueden pasar 

desapercibidas a los ojos del Poder Legislativo. En este sentido, 

es en el ámbito tributario donde es manifiesto que el sistema 

actual de impugnación de leyes tributarias ha generado 

distorsiones importantes que se apartan sustancialmente de la 

intención original del juicio de amparo.  

 

Los beneficios se concentran en algunas minorías. La 

definición y alcances de los principios de proporcionalidad y 

equidad no es una tarea sencilla. Más aún, la experiencia 

adquirida en los últimos años da cuenta de la imposibilidad de 

obtener premisas homogéneas, dada la diversidad de tributos y 

de hipótesis impositivas que de cada uno de ellos deriva. La 

consecuencia de ello ha sido el desarrollo de un amplio espectro 

de argumentaciones altamente técnicas, propuestas por los 

litigantes especializados para hacer maleables los supuestos 

impositivos en su beneficio. Esta especialización tiene un alto 

costo que solamente puede ser asumido por los grandes 

consorcios –por sí o con el apoyo de importantes despachos- que 

a la vez son los únicos beneficiarios de las resoluciones 

favorables que se emiten. Las constantes impugnaciones sobre 

las disposiciones fiscales obligan a generar año con año blindajes 
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técnico jurídicos más sólidos y, por ende, más sofisticados. El 

resultado tiene un efecto sobre toda la sociedad al obligársele a 

observar disposiciones fiscales cada vez más complejas y que 

generan mayores costos de cumplimiento. Paradójicamente, 

aquéllos que propician la complejidad de la materia fiscal son 

aquéllos que tienen los recursos para instrumentar nuevas 

planeaciones fiscales y presentar argumentaciones jurídicas que 

los exentan de la aplicación del régimen impositivo, dejando como 

legado para el resto de la sociedad un laberinto de criterios 

técnicos inaccesibles para el público en general, que derivan en 

menores posibilidades de impugnar las disposiciones que, en su 

caso, les afecten. En apoyo de lo anterior, se puede constatar el 

hecho de que en el periodo de 2002 al 2007, el porcentaje de 

contribuyentes promoventes de amparos contra leyes fiscales 

osciló solamente entre el 2 por ciento y 3 por ciento del total de 

contribuyentes registrados. De esa minoría, sólo aquellos que 

obtuvieron resultados favorables se beneficiaron de la protección 

constitucional, dejando al resto de los contribuyentes en 

desigualdad de circunstancias. Una consecuencia directa de la 

distorsión mencionada en los párrafos anteriores es que cada 

ciudadano se encuentra ante la posibilidad de tener un régimen 

fiscal individual, dependiendo de la cantidad de resoluciones 

favorables en su haber. Dicha consecuencia es, en sí misma, 

contraria a la naturaleza del juicio de amparo y al principio de 

equidad tributaria.  

 

Amparo fiscal como estrategia de negocios. Otro problema 

que se encuentra estrechamente vinculado con el anterior, radica 

en que las ventajas económicas y competitivas que conlleva el 
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liberarse del pago de impuestos, ha provocado que la promoción 

de amparos constituya una decisión de negocios, 

independientemente de si la norma es susceptible de ser 

declarada inconstitucional. Se ha creado, en consecuencia, un 

incentivo para que todas las empresas planeen sus ejercicios y 

operaciones fiscales contemplando la promoción de amparos para 

librarse de las contribuciones debidas y colocarse en una 

situación de ventaja frente a sus competidores. Lo anterior, pone 

en evidencia que el amparo contra leyes tributarias –a diferencia 

de lo que sucede en otras materias– ha dejado de tener como 

objetivo fundamental la protección de derechos fundamentales y 

de la supremacía constitucional. Al efecto, es pertinente aclarar 

que no se trata de poner en tela de juicio la libertad y el derecho 

de los contribuyentes de cuestionar ante los tribunales la 

constitucionalidad de una norma tributaria que consideren 

violatoria de sus derechos fundamentales, pero sí corresponde 

evitar que el juicio de amparo se convierta, prioritariamente, en un 

instrumento de planificación financiera tendiente a evitar el pago 

de contribuciones o a obtener devoluciones millonarias.  

 

Saturación de los tribunales. A pesar de que el número de 

contribuyentes en aptitud de acceder al juicio de amparo es 

mínimo, en relación con el universo total de contribuyentes, la 

cantidad de juicios que colman los tribunales es contundente. Los 

informes de labores de la primera sala correspondientes a los 

años 2006 y 2007 señalaron que las impugnaciones relativas a los 

artículos 14, 16 y 31, fracción IV, de la Constitución, relacionadas 

con leyes fiscales, ocuparon el 85 por ciento de los asuntos 

tramitados en esa sala y el 54 por ciento, respectivamente, aun y 
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cuando la especialización de esa sala no es la materia 

administrativa. Asimismo, las estadísticas del Sistema Integral de 

Seguimiento y Evaluación de Procesos de la Procuraduría Fiscal 

de la Federación indican que de 2002 a 2007 se observó un 

incremento del 176 por ciento de amparos promovidos en relación 

con los cinco años anteriores. Este incremento y la consecuente 

sobrecarga del Poder Judicial en la materia derivan de las 

siguientes razones:  

 

I) Al no reformarse las leyes declaradas inconstitucionales, 

los particulares continúan promoviendo, año con año, juicios de 

amparo en su contra;  

 

II) Aun cuando la ley es declarada constitucional, no existe 

legalmente una causal clara de improcedencia y, por tanto, los 

particulares continúan impugnándola en busca de un error 

procesal que se les otorgue finalmente una sentencia favorable. 

Como ya se señaló, las mencionadas resoluciones judiciales 

suelen tener como efecto que se modifiquen anualmente las leyes 

tributarias para corregir las distorsiones creadas a raíz de las 

resoluciones de los juicios de amparo, lo que hace que cada 

ejercicio la legislación sea más compleja y dé pie a nuevas 

impugnaciones. En adición a lo anterior, un fenómeno de reciente 

aparición, consistente en la interposición masiva de amparos 

contra leyes fiscales, se perfila como una práctica reiterada. La 

experiencia indica que las sentencias de primera instancia 

recaídas a amparos contra leyes fiscales que son promovidos de 

manera masiva, en todos los casos son impugnadas, de tal forma 

que siempre es la Suprema Corte de Justicia la que se avoca a la 
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resolución de fondo de dichos asuntos. Ante esta situación, se 

consideró indispensable adecuar la normatividad a efecto de 

prever las herramientas jurídicas necesarias para atender de 

manera eficiente esta nueva circunstancia.  

 

La estabilidad presupuestaria en riesgo. La impugnación 

sistemática de las leyes fiscales emitidas por el Poder Legislativo, 

si bien es un derecho legítimo de los contribuyentes, no menos 

cierto es que genera una contingencia que pone en entredicho la 

certeza sobre los ingresos públicos y, por tanto, sobre la 

disponibilidad de recursos para satisfacer el gasto público, al 

menos hasta en tanto se emita una resolución definitiva sobre su 

constitucionalidad. Esta incertidumbre afecta recursos 

presupuestarios importantes, máxime si se toma en cuenta que 

las impugnaciones recientes versan sobre tributos que constituyen 

pilares fundamentales de la recaudación en México. Por otra 

parte, el impacto no sólo es potencial sino que se actualiza 

cuando las resoluciones favorables a los contribuyentes imponen 

el deber de devolución por parte de la Hacienda Pública. Así, en 

el periodo 2001-2006 el Estado mexicano devolvió 47 mil 183 

millones de pesos, en cumplimiento de sentencias de amparo 

relativas a diversos conceptos de los impuestos sobre la renta, al 

valor agregado, especial sobre producción y servicios, entre otros. 

En este sentido, tomando en cuenta que las garantías de 

proporcionalidad y equidad no pueden desvincularse del deber 

constitucional de contribuir al gasto público, resulta imperativo 

reflexionar si los efectos restitutorios del juicio de amparo, 

fundamentales e indiscutibles tratándose de las demás garantías 

consagradas en la Constitución, deben extenderse 
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irrestrictamente en el caso de las garantías en materia tributaria. 

Los recursos que financian el gasto público provienen del pago de 

las contribuciones de todos los ciudadanos y se traducen en los 

cimientos para el crecimiento y desarrollo de toda la sociedad, por 

lo que el interés particular no puede prevalecer sobre el bien 

común.  

 

Descripción de la propuesta. La revisión de las vías de 

defensa constitucional del contribuyente es, en la actualidad, un 

tema objeto de intenso debate y ha sido abordado frecuentemente 

en muy diversos foros. En todo caso, puede sostenerse que existe 

consenso en el sentido de que la justicia constitucional tributaria 

no beneficia a las mayorías, satura y sobrecarga los tribunales, 

pone en riesgo el presupuesto público en los tres niveles de 

gobierno y no es adecuada para atender la imposición masiva de 

juicios. La reforma que se propone está enfocada a corregir la 

problemática planteada, buscando erradicar por completo las 

distorsiones que ha causado el abuso de la institución de amparo.  

 

Derecho comparado. De manera introductoria, es 

importante considerar las medidas de control constitucional sobre 

leyes fiscales que existen en otros países. Encontramos que la 

regla general en el mundo consiste en que los particulares no 

pueden ejercer un medio de control constitucional en contra de 

una ley fiscal por su mera expedición y sólo pueden intentar dicha 

vía contra los actos de las autoridades fiscales cuando éstas 

vulneran derechos fundamentales. Así, se privilegia el supremo 

poder del Estado para imponer tributos que permitan financiar el 

gasto público en beneficio del interés colectivo. A continuación, y 
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a la luz del derecho comparado, se abordará la forma en que 

diversos países han resuelto el problema de posible 

inconstitucionalidad de disposiciones fiscales.  

 

En los Estados Unidos de América, la Suprema Corte de 

Justicia de ese país resolvió que los particulares no tenían 

derecho a ejercitar acciones en contra de leyes que establecían 

tributos. El fallo a favor de un contribuyente implicaría una 

invasión de poderes, ya que las decisiones en torno a la 

recaudación son de naturaleza política y no jurídica. Dicha 

intervención sólo es justificable en caso de que el demandante 

acredite estar inmerso en peligro, injurias o maltratos derivados de 

la ley, de lo contrario, no es posible otorgar beneficios en esta 

materia. Lo anterior, se debe a que la sentencia a favor de un 

contribuyente implicaría que los demás buscaran seguir la misma 

ruta, con la finalidad de obtener los mismos beneficios, lo que 

redundaría en un detrimento de las finanzas públicas. En ese 

sentido, la materia tributaria es considerada como una garantía 

pública y no de cada particular.  

 

En Alemania, la Constitución permite al Tribunal 

Constitucional Federal (das Bundesverfassungsgericht) conocer 

de las reclamaciones de orden constitucional, interpuestas por 

cualquiera que alegue que la autoridad pública ha lesionado 

alguno de sus derechos fundamentales o ciertos derechos 

especificados en la propia Constitución, dentro de los cuales no 

se encuentra ninguno en materia tributaria. Por otra parte, 

también se le otorga la facultad de analizar la constitucionalidad 

de las leyes, pero sólo a petición del gobierno federal, de un 
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gobierno regional o de un tercio de los componentes de la 

Cámara de Diados (der Bundestag).  

 

En Francia, cuando la ley fiscal está en proceso en el 

parlamento francés, uno de sus miembros o el presidente de la 

república puede acudir al Consejo Constitucional para que éste 

decida sobre la constitucionalidad de la ley fiscal. Sin embargo, 

una vez que la ley fiscal ha entrado en vigor, ésta no puede 

impugnarse por inconstitucional.  

 

En España, el órgano encargado de estudiar la 

constitucionalidad de las leyes es el Tribunal Constitucional, el 

cual lo puede hacer a través de dos vías (que son equiparables a 

las acciones de inconstitucionalidad y controversias 

constitucionales): la primera es el recurso de inconstitucionalidad, 

que de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Española 

lo puede interponer el presidente del Gobierno, el Defensor del 

Pueblo, cincuenta diados, cincuenta senadores o los órganos 

colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas; y la 

segunda, es la cuestión de inconstitucionalidad, que puede 

presentar un órgano judicial cuando dentro de algún juicio 

considere que la interpretación de la norma es necesaria para 

resolver la controversia planeada. Las sentencias de ambos 

recursos tienen efectos generales y los particulares no se 

encuentran facultados para interponer los recursos de 

inconstitucionalidad.  

 

En Portugal, el Consejo de la Revolución, con la 

participación de la Comisión Constitucional, es el órgano 
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encargado de verificar la constitucionalidad de las normas. La 

Comisión Constitucional es la encargada de emitir dictamen sobre 

la constitucionalidad de los textos que deban ser examinados por 

el Consejo de la Revolución y de resolver en definitiva sobre la 

inconstitucionalidad de una norma cuando los tribunales se 

nieguen a aplicarla, basándose en que es inconstitucional. Al igual 

que en Francia, existe un control preventivo, pues previo a la 

promulgación de la ley, un consejo o el Ejecutivo estudian su 

constitucionalidad. La acción de inconstitucionalidad de una ley 

sólo puede ser interpuesta por el presidente, el presidente de la 

Asamblea de la República, el primer ministro, el procurador de 

Justicia, el fiscal general de la República, o bien, las asambleas 

de las regiones autónomas. Dentro del apartado de derechos 

fundamentales de la Constitución portuguesa, la materia 

impositiva no se encuentra comprendida dentro del capítulo de 

derechos fundamentales.  

 

En Brasil El Tribunal Supremo Federal es el órgano 

encargado de declarar la inconstitucionalidad de leyes federales 

en Brasil. Existen dos recursos judiciales para determinar la 

constitucionalidad o no de una ley: (i) la acción directa de 

inconstitucionalidad (ação direta de inconstitucionalidade); y (ii) la 

acción declaratoria de constitucionalidad (ação declaratória de 

constitucionalidade). Los dos recursos solamente se pueden 

ejercer por el presidente de la república, la Cámara de Diputados, 

la Asamblea Legislativa de los Estados o la Cámara Legislativa 

del Distrito Federal, el Gobernador de un Estado o del Distrito 

Federal, el Procurador General de la República, el Consejo 

Federal de la Orden de Abogados del Brasil, los partidos políticos 
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con representación en el Congreso Nacional, y la Confederación 

Sindical o entidades de clase de ámbito nacional.  

 

En países como Canadá, Reino Unido de la Gran Bretaña, 

Chile y Argentina no se prevé una acción similar al amparo contra 

leyes fiscales.  

 

Reforma propuesta Si bien es cierto que la mayoría de los 

países no contemplan la impugnación de normas tributarias 

promovidas por particulares, la reforma en cuestión no puede, ni 

pretende ignorar la importancia y trascendencia de la que goza el 

amparo fiscal en la cultura jurídica de nuestro país, ni tampoco 

desconocer el carácter de garantía individual otorgado a los 

principios de proporcionalidad y equidad. Por tal razón, la 

intención de esta reforma es extender los alcances del amparo 

fiscal para privilegiar el acceso a la justicia de todos los 

gobernados, mediante la ampliación del número de personas 

beneficiadas por las sentencias. Bajo la presente propuesta, en 

caso de que se declare una norma inconstitucional, su efecto será 

expulsarla del orden jurídico con el consecuente efecto respecto 

de los contribuyentes en general y no sólo a favor de los 

promoventes.  

 

La propuesta de reforma consiste en sentar las bases 

constitucionales para crear un procedimiento acorde con las 

demandas actuales, particularmente para aquellos amparos 

contra leyes fiscales que se promuevan de forma masiva o cuyo 

contenido sea de suma importancia y trascendencia para el país. 

De aprobarse por esa soberanía, el juicio de amparo contra los 
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elementos esenciales de las contribuciones, esto es, sujeto, 

objeto, base, tasa o tarifa previstos en una ley fiscal, se iniciaría 

de manera tradicional ante el juez de distrito. No obstante, una 

vez que el Poder Judicial haya detectado la existencia de un 

número considerable de demandas en el mismo sentido, se 

decretaría el trámite de amparo con efectos generales, 

designando uno o varios jueces instructores. En esta fase del 

procedimiento será factible que cualquier contribuyente pueda 

adherirse a las demandas originalmente presentadas y esgrimir 

sus propios argumentos. Una vez cerrada la instrucción, él o los 

jueces instructores llevarán a cabo la compilación de los 

conceptos de violación y remitirán el asunto a la Suprema Corte 

de Justicia, para que sea ésta la que emita la sentencia o 

resolución definitiva. La sentencia que emita la Suprema Corte de 

Justicia tendrá efectos generales. Es importante precisar que este 

procedimiento también será aplicable en aquellos asuntos que, a 

pesar de no ser numerosos, impliquen importancia y 

trascendencia a juicio de la Corte, considerando el impacto en la 

recaudación o la necesidad de fijar un criterio interpretativo, entre 

otros. De cierta manera, la vía jurisdiccional que se propone 

guarda grandes similitudes con la acción de inconstitucionalidad, 

aun y cuando presenta también algunas diferencias que se 

explican por la naturaleza misma de las normas impugnadas y de 

los sujetos legitimados para interponer el procedimiento.  

 

El proceso propuesto, mediante el cual se impugnarían las 

leyes fiscales, se sustanciará dentro de un mismo juicio y se 

resolverá mediante una sola sentencia del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia, lo que evitará la problemática actual que genera 
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miles de juicios y altos costos para su tramitación. Lo anterior se 

basa en la experiencia obtenida del trámite de asuntos masivos 

como fue el caso de los amparos promovidos con motivo de la 

nueva Ley del ISSSTE, así como los interpuestos contra la Ley 

del Impuesto Empresarial de Tasa Única, en los cuales se tuvo 

que innovar mediante acuerdos del Consejo de la Judicatura 

Federal para acumular los miles de asuntos y resolverlos 

mediante un criterio uniforme.  

 

Señalan que otra ventaja que otorga, es que promueve un 

proceso mucho más accesible que el actual, ya que no requiere 

de la satisfacción de los requisitos de procedencia aplicables a los 

procesos individuales, en virtud de que otorga al contribuyente 

interesado en participar en el proceso, la oportunidad de 
adherirse al mismo de manera sencilla y expedita; asimismo, 
le facilita la obligación de acreditar el interés jurídico y se 
transfiere la carga de prueba a la autoridad.  

 

Se le estima Uni-instancial, pues se señala que a diferencia 

del régimen vigente, en la propuesta, el Juez de Distrito 

solamente desempeñará funciones de instrucción, acumulando 

conceptos, pero sin dictar sentencia, de tal manera que sea la 

Suprema Corte quien resuelva de fondo los problemas de 

constitucionalidad relacionados con leyes fiscales, dado el ámbito 

subjetivo de aplicación de las normas, son de tal importancia y 

trascendencia que invariablemente deben ser resueltos por el 

máximo tribunal utilizando un método abstracto para la revisión 

del ordenamiento jurídico impugnado. Cabe señalar que, en la 

práctica, por la trascendencia y masividad de los amparos 
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fiscales, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya resuelve la 

totalidad de los temas promovidos en la materia.  

 

Con relación a los efectos generales y estabilidad de la 

sentencia. la reforma prevé que las resoluciones de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, mediante las cuales se declare 

inconstitucional la norma impugnada, deberán aprobarse por ocho 

votos. Ahora bien, una diferencia fundamental con la acción de 

inconstitucionalidad y con las controversias constitucionales, 

radica en que en la presente iniciativa se propone que de no 

alcanzarse la votación calificada de referencia, se tendrá como 

efecto la validación de la constitucionalidad de la norma. Por 

tanto, cualquier impugnación posterior contra el mismo precepto 

será notoriamente improcedente. Lo anterior, es necesario para 

garantizar un mínimo de estabilidad a las sentencias que en esta 

materia dicte el máximo tribunal. Ello se justifica, además, porque 

a diferencia de la acción de inconstitucionalidad interpuesta por 

órgano político dentro de un sistema de control abstracto puro, en 

el caso del amparo fiscal, serán los contribuyentes quienes 

estarán legitimados para iniciar este procedimiento. En esa virtud, 

no tendría razón de ser el que pueda volverse a impugnar un 

mismo precepto luego de que la Suprema Corte ya realizó un 

análisis exhaustivo sobre su apego a la Constitución. Sin 

embargo, se reconoce que si bien es necesario dotar de 

estabilidad a los criterios emitidos por el máximo tribunal, 

privilegiando la certeza jurídica de la que deben gozar tanto los 

gobernados como la administración pública, tales criterios no 

pueden ser inamovibles. En este sentido, la reforma prevé que los 

criterios emitidos puedan revisarse por el propio Pleno, pero sólo 
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en los supuestos específicos que establezca la Ley 

Reglamentaria.  

 

Esta propuesta reconoce que su característica principal es 

el ejercicio de un control abstracto y, por tanto, al igual que en la 

acción de inconstitucionalidad, la sentencia que declare la 

invalidez de una norma tendrá como efecto la expulsión de la 

misma del orden jurídico y, en consecuencia, la cesación de sus 

efectos a partir de la publicación de la resolución.  

 

La citada innovación busca lograr un equilibrio entre la 

permanencia de las garantías individuales en materia tributaria, 

por un lado, y la necesidad impostergable de contar con una vía 

más democrática, más equitativa y más expedita para lograr su 

protección, por otro lado. Todo ello, además, orientado por el 

deber constitucional de todos de contribuir a los gastos de la 

nación y la obligación del Estado de satisfacer a las necesidades 

más apremiantes de la colectividad. El esquema constitucional 

planteado se traduce, sin duda alguna, en importantes beneficios 

en materia del régimen fiscal mexicano. En primer lugar, los 

contribuyentes se encontrarán en una auténtica situación de 

equidad e igualdad en lo que respecta a la aplicación del 

ordenamiento jurídico, es decir, la generalidad de los efectos de la 

sentencia eliminará la distorsión que causaban los regímenes 

fiscales particulares o individualizados como consecuencia de 

amparos anteriores. En segundo lugar, se democratiza el acceso 

al juicio de amparo en materia fiscal, debido a la fácil adhesión a 
los procesos que la reforma plantea. De esta manera, no sólo 

los contribuyentes económicamente mayores obtendrán el acceso 
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a la instancia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia, sino 

cualquier contribuyente que se encuentre en el supuesto jurídico 

de la norma invalidada. Por otra parte, los procesos de 

impugnación contra leyes fiscales se sustanciarán de manera 

eficiente y expedita, a través de un solo juicio que se resolverá de 

manera uni-instancial. Lo cual, a su vez reducirá costos 

administrativos innecesarios para el Poder Judicial de la 

Federación. Finalmente, la planeación gubernamental de políticas 

fiscales podrá llevarse a cabo de una manera más eficiente y 

simplificada, ya que los efectos generales de la sentencia 

permitirán planear con mayor certeza jurídica la actividad 

presupuestal gubernamental, en provecho del desarrollo 

económico del país. Con estas medidas se eliminarán las 

distorsiones que ha generado la relatividad de las sentencias de 

amparo en materia fiscal, además de conceder protección directa 

de la Constitución a las resoluciones que se emitan en los 

amparos tramitados de la forma propuesta, garantizando, con ello, 

la supremacía de nuestra Constitución Política. 

 

Se consideró necesaria una corrección de técnica 

legislativa para que la adición fuera de un inciso a), a la fracción 

VII del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. En efecto, se estimó que la Constitución es el 

ordenamiento supremo que, surgido de nuestras luchas históricas 

y de nuestros más amplios consensos, recoge la voluntad de los 

mexicanos y sustenta nuestro Estado de Derecho. Se expuso que 

en dicho ordenamiento se encuentran los derechos 

fundamentales de los mexicanos, así como la estructura orgánica 

del Estado mexicano. Esto, por sí mismo justifica la vocación de 
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nuestro país, en buscar subordinar la totalidad de los actos del 

poder público a la Constitución y a las leyes que de ella emanan. 

El medio tradicional para tutelar las garantías individuales 

contenidas en nuestra Carta Magna, ha sido el juicio de amparo, 

lo que lo convierte en uno de los pilares fundamentales de nuestro 

derecho. Máxime que, el pueblo mexicano reconoce en este 

instrumento una vía excepcional y eficaz para la protección de sus 

derechos fundamentales. México constituye la cuna de la referida 

institución que, ante sus bondades, ha sido adoptada por otras 

naciones, al haber sido modelo inspirador de mecanismos 

similares en, prácticamente todos los países hispanoamericanos. 

Se consideró que también es justo señalar que la figura de mérito 

ha sido precisada como un instrumento necesario en el sistema 

normativo de las naciones, lo cual ha sido señalado en el pacto de 

las Naciones Unidas sobre Derechos Civiles y Políticos, así como 

en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Es 

importante mencionar que, además del juicio de amparo, nuestra 

nación cuenta con otros instrumentos que se encargan de 

garantizar la supremacía Constitucional, como lo son: la 

controversia constitucional y la acción de inconstitucionalidad. En 

este sentido, la diferencia fundamental entre los procedimientos 

de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de 

inconstitucionalidad, reside en que, el juicio de amparo tutela 

intereses directos de los gobernados y sólo de manera indirecta 

se protege a la Constitución, mientras que las controversias 

constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad son 

instrumentos de protección directa de nuestra Carta Fundamental. 

Así, hoy en día nadie puede dudar que, con el perfeccionamiento 

de las controversias constitucionales y la introducción de las 



111 

 

acciones de inconstitucionalidad, nuestro país modernizara las 

instituciones jurídicas que tienen como propósito garantizar que 

todos los actos públicos estén subordinados a nuestra Carta 

Magna. Sin embargo, esta comisión considera, al igual que la 

iniciativa que se dictamina, que el juicio de amparo ha sido 

rebasado por la nueva realidad en la que se encuentra nuestra 

nación. Esta realidad es producto de una sociedad más plural y 

participativa, profundamente transformada por los procesos de 

globalización, en los que nuestro país se ha involucrado de tiempo 

completo, así como por los grandes avances de la tecnología, 

especialmente aquellos que inciden en los medios de 

comunicación. En este sentido, es en el ámbito tributario en donde 

se manifiesta que el sistema actual de impugnación de leyes 

tributarias ha generado distorsiones muy importantes que se 

apartan substancialmente de la intención original del juicio de 

amparo. Incluso, el Consejo de la Judicatura Federal ha tenido 

que innovar mediante acuerdos generales para poder atender los 

juicios de amparo que, año con año, son interpuestos en contra 

de normas tributarias que han rebasado las disposiciones de la 

Ley de Amparo. Dentro de las distorsiones apuntadas, tenemos 

que, el juicio de amparo en materia fiscal, por el principio de 

relatividad de las sentencias, propicia que leyes fiscales 

consideradas como no equitativas y desproporcionales por 

resoluciones firmes del Poder Judicial de la Federación sean 

aplicadas a gran parte de la población que no acudió a los juicios 

constitucionales o que, habiendo acudido, obtuvo una resolución 

desfavorable, mientras que sólo una minoría que acudió a dicho 

juicio y obtuvo una resolución favorable evita que dichas normas 

le sean aplicadas. Lo anterior, paradójicamente, incrementa la 



112 

 

inequidad e injusticia en el ámbito fiscal, pues sólo esta minoría se 

libera de la carga tributaria. Las mencionadas resoluciones 

judiciales también tienen como efecto que exista un círculo vicioso 

respecto a las reformas fiscales, pues anualmente se modifican 

las leyes tributarias para corregir las distorsiones creadas a raíz 

de las resoluciones de los juicios de amparo, lo cual hace que la 

legislación sea sumamente compleja y permita, por un lado, 

nuevas impugnaciones y, por el otro, un cumplimiento complicado 

por parte del ciudadano que no tiene acceso a una asesoría legal 

y fiscal, por lo que se resaltó que el monto involucrado en los 

amparos promovidos en contra de diversas leyes fiscales, en el 

período 2006-2008, representó aproximadamente 346 mil millones 

de pesos; monto que es equivalente al gasto asignado a diversos 

programas sociales y presupuestos de diversas dependencias 

públicas de capital importancia para el país, en el Presupuesto de 

Egresos de la Federación para el año 2009, como fueron: Pemex 

201.7 Luz y Fuerza del Centro 33.0, ISSSTE 88.5, Trabajo y 

Previsión Social 3.8, Reforma Agraria 5.3, Conacyt 15.5, Total 

347.8.  

 

Si bien es cierto que el juicio de amparo es un logro de la 

sociedad mexicana, no menos cierto es que las actuales normas 

procesales ya no son suficientes para regularlo. Lo anterior es 

evidente, si consideramos los instrumentos jurídicos existentes en 

otros países para ajustar los actos de las autoridades a sus 

respectivas Constituciones o sus equivalentes. En efecto, en 

diversos países, los particulares no pueden ejercer un medio de 

control constitucional en contra de una ley fiscal por su mera 

expedición, y sólo pueden intentar dicha vía contra los actos de 
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las autoridades fiscales, cuando éstas vulneran sus derechos 

fundamentales, como podrían ser: créditos fiscales emitidos por 

autoridad incompetente o la falta de fundamentación y motivación 

del acto de molestia. De esta forma, se privilegia el supremo 

poder del Estado para imponer tributos que permitan financiar el 

gasto público en beneficio del interés colectivo, sobre el interés 

individual. No obstante lo anterior, en un gran número de sistemas 

jurídicos se permite a diversos entes o servidores públicos acudir 

a los tribunales correspondientes para que determinen si una ley o 

incluso un proyecto de ley es, o no, constitucional, lo que permite 

aplicar el control de la constitucionalidad, al tiempo que se 

garantiza que una ley fiscal que no haya sido declarada 

inconstitucional por el órgano judicial sea aplicable por igual a 

todos los gobernados, lo que evita un trato desigual entre los 

contribuyentes. Es de resaltar que en la mayoría de los sistemas 

jurídicos pertenecientes a otros países, cuyo estudio fue abordado 

en la iniciativa que se dictamina, el análisis de la 

constitucionalidad de leyes fiscales culmina con resoluciones que 

producen efectos generales. En este contexto, la comisión 

consideró que, si bien es cierto que los instrumentos jurídicos 

existentes en otros países para preservar la preeminencia de la 

Constitución se asemejan a las controversias constitucionales y 

las acciones de inconstitucionalidad, la limitante de estas 

instituciones es que dejan fuera a los gobernados en su 

interposición directa, además de que son factores políticos los que 

en muchos casos detonan su interposición, por lo que se 

considera que lo ideal sería acercar el juicio de amparo, con sus 

características particulares, a los elementos de esas instituciones. 

La realidad planteada es, precisamente, lo que lleva a esta 
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Comisión a compartir la propuesta de reforma a nuestra Carta 

Magna que se dictamina, pues la misma tiene como objetivo 

lograr un equilibrio entre la permanencia de las garantías 

individuales en materia tributaria y la necesidad impostergable de 

contar con una vía más democrática, equitativa y expedita para 

lograr su protección. Precisamente, el contenido de la presente 

propuesta de reforma consiste en dar las bases constitucionales 

para crear un procedimiento acorde con las necesidades actuales, 

en los casos en que existan amparos masivos en materia 

tributaria o en el caso de que, sin ser masivos, existan amparos 

fiscales, cuyo contenido sea de importancia y trascendencia para 

el país. En estos términos, se consideró atinado que la reforma 

constitucional propuesta, por cuanto establece que los juicios de 

amparo en los que se controvierta la constitucionalidad de leyes 

fiscales se agrupen en uno solo, tramitado en forma flexible. De 

igual forma, se estima adecuado que, una vez cerrada la 

instrucción, el expediente sea remitido a la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, a fin de que el mismo se resuelva en una 

única instancia y que su resolución tenga efectos generales, sin 

que éstos sean retroactivos. Se apoyó el propósito de la reforma, 

pues el hecho de que al resolver estos amparos contra leyes 

fiscales, las sentencias tengan efectos generales, sin duda alguna 

beneficia a todos los gobernados, independientemente de si 

participaron o no en el juicio respectivo. En este sentido, se 

destaca que, para declarar la inconstitucionalidad de una ley en 

materia fiscal, deberán existir, al menos, ocho votos de los 

Ministros que integran el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación. En efecto, toda vez que la sentencia tendrá efectos 

generales, se consideró pertinente el que se requiera de un 
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mínimo de ocho votos de los Ministros que integran el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación para que se declare su 

inconstitucionalidad. Esto es así, pues es importante tomar en 

cuenta el alcance protector de la sentencia, ya que, a diferencia 

del juicio de amparo bi-instancial, la Suprema Corte de Justicia, al 

momento de resolver un juicio de amparo contra leyes fiscales, 

analizará de forma amplia y exhaustiva la constitucionalidad de 

dichas leyes, velando en todo momento por la supremacía de 

nuestra Carta Magna, acercando así el juicio de amparo con las 

controversias constitucionales y las acciones de 

inconstitucionalidad. En esa virtud, el acercamiento del juicio de 

amparo con las controversias constitucionales y las acciones de 

inconstitucionalidad, también se hace respecto a la imposibilidad 

de fijar efectos retroactivos en las resoluciones que, en esos 

casos, emita la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pues la 

característica principal del proceso que se propone es el ejercicio 

de un control abstracto de constitucionalidad, lo cual, además, 

equilibra el interés de los gobernados con los intereses del 

Estado. De igual manera, con la iniciativa se otorga seguridad y 

certeza jurídica a los particulares, pues el criterio que emita la 

Suprema Corte de Justicia será definitivo y obligatorio para los 

órganos jurisdiccionales y autoridades administrativas. Sin 

embargo, no se desconoce que las circunstancias en razón de las 

cuales se hubiere dictado la sentencia, pudiesen cambiar, por lo 

que se prevé que sólo el órgano emisor, es decir, el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia, si lo considera pertinente, pueda 

revisar los criterios sostenidos en su sentencia. Con esta medida, 

se eliminan las distorsiones que ha generado la relatividad de las 

sentencias de amparo y, además, se concede protección directa 
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de la Constitución a las resoluciones que se emitan en los 

amparos tramitados de la forma propuesta, garantizando con ello 

la supremacía de nuestra Constitución Política. A efecto de evitar 

repeticiones innecesarias en el texto del artículo que se propone, 

por cuanto señala que los juicios de amparo que se promuevan 

contra leyes en materia fiscal tendrán efectos generales y, 

asimismo, señala que las sentencias que se emitan en estos 

juicios tendrán los mismos efectos generales. Los argumentos 

materia del juicio de amparo contra leyes fiscales, en los casos en 

que no se alcance la votación para declarar la inconstitucionalidad 

de la norma, no podrán ser revisados, sino por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los casos y plazos 

que determine la ley. Esto último, no aplica para el caso en el que 

se declare la inconstitucionalidad de la disposición fiscal de que 

se trate, pues por efecto de la inconstitucionalidad, dicha norma 

será expulsada del orden jurídico.  

 

De acuerdo con la Constitución, la Ley Orgánica y el 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General, de 

los Estados Unidos Mexicanos, se propuso el siguiente proyecto 

de Decreto por el que se adiciona un inciso a) a la fracción VII del 

artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar en los siguientes términos: “Artículo 

Único. Se adiciona un inciso a) a la fracción VII del artículo 107 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 

quedar como sigue: Artículo 107. I. a VI. … VII ...a) Los juicios de 

amparo que se promuevan contra leyes en materia fiscal, tendrán 

efectos generales cuando se tramiten de manera colectiva o 

cuando por su importancia y trascendencia así lo ameriten, en los 
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términos y condiciones que señale la Ley Reglamentaria de los 

Artículos 103 y 107 de esta Constitución. Estos juicios serán 

resueltos en única instancia por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. Las sentencias que se emitan en los juicios 

de amparo a que se refiere esta fracción deberán ser aprobadas 

por cuando menos ocho votos para declarar la 

inconstitucionalidad de una ley en materia fiscal y, en caso de no 

lograrse tal votación, se desestimarán los argumentos materia del 

juicio. En este último caso, dichos argumentos no podrán ser 

revisados sino por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en los casos y plazos que determine la ley. La declaración 

de inconstitucionalidad a la que se refiere esta fracción no tendrá 

efectos retroactivos. VIII. a XVIII. …Artículos Transitorios Artículo 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de 

su publicación en el Diario Oficial de la Federación. Artículo 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir las reformas a 

la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 

Constitucional necesarias para la correcta aplicación del presente 

decreto, sin exceder el plazo de 6 meses contados a partir de la 

entrada en vigor del presente decreto. Artículo Tercero. En tanto 

no entren en vigor las reformas a la Ley de Amparo, 

Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución, a 

que se refiere el artículo anterior, los juicios de amparo contra 

leyes en materia fiscal que se inicien o que se encuentren en 

trámite, continuarán rigiéndose por las disposiciones legales 

vigentes. Artículo Cuarto. Las sentencias dictadas por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación en términos del artículo 107, 

fracción VII Bis, de esta Constitución, surtirán sus efectos a partir 

de su publicación en el Diario Oficial de la Federación o de la 
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publicación de un extracto de las mismas en los términos que 

señale la ley reglamentaria. Las sentencias así publicadas, 

dejarán sin efecto, en adelante, aquellas sentencias de amparo 

dictadas previamente y que se contrapongan a las mismas. 

Artículo Quinto. No procederá el otorgamiento de suspensiones 

provisionales ni definitivas en los juicios de amparo con efectos 

generales. Las suspensiones provisionales o definitivas 

decretadas por un Juzgado de Distrito en los juicios que se 

encuentren en trámite al momento de la actualización del 

supuesto del artículo 107, fracción VII Bis, de esta Constitución, 

serán revocadas por el juez que las haya otorgado, en los 

términos que la ley reglamentaria señale. Artículo Sexto. Los 

juicios de amparo en materia fiscal que se hubieran interpuesto, 

con anterioridad a la entrada en vigor de la presente reforma, se 

substanciaran de conformidad con la legislación previa.”  

 

La anterior propuesta, en obvio de circunstancias, entró en 

vigor, sin embargo, diferimos con relación a la tramitación del 

amparo en forma adherente, pues si bien los alcances de la 

resolución de amparo beneficiaría a quienes se encuentran 

inmersos en la misma situación jurídica, la nueva ley exige para 

su procedencia a favor de quien no inició la demanda de amparo, 

que éste se adhiera, lo cual estimamos carece de relevancia, 

pues resulta igual iniciar una demanda de amparo que adherirte a 

la de otro, puesto que de la misma manera lo tienes que hacer por 

escrito e iniciar un procedimiento para poder ser parte del mismo, 

cuando que los alcances de una resolución afectaría o no a 

terceros, dependiendo del sentido del fallo. Aspectos que tocamos 

en el siguiente capítulo. 
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CAPÍTULO X 
 
X.1 CONCLUSIONES 
 

Como es de verse, si bien, era imprescindible limitar el principio 

de relatividad, ello era en razón de que cuando algunas personas se 

encontraran dentro de una misma situación jurídica afectada, ya sea por 

una ley o disposición legal administrativa, o en su caso por algún hecho, 

la resolución de amparo le beneficiaba, cuando así procediera, 

únicamente a quién promovió la demanda de amparo, no obstante que 

los efectos de dicha sentencia debiera surtir a favor también respecto 

de las demás personas que se encontraban involucrados en la misma 

situación jurídica, ya que, para que también se cambiara su situación 

legal, precisaban interponer su propia demanda de amparo y realizar el 

mismo trámite, lo cual resultaba por demás carente de toda lógica 

jurídica, faltando al principio de “la justicia pronta y expedita”: En tales 

condiciones, resultaba imperioso establecer excepciones al principio de 

relatividad de las sentencias de amparo, para que en determinadas 

circunstancias beneficiaran a otras personas que se encontraran 

inmersas dentro del mismo ámbito y condiciones jurídicas, hecho que 

sucedió con la actual reforma que de alguna manera pretende derogar 

el principio de relatividad; empero, estimamos no estar de acuerdo con 

el procedimiento que actualmente lo regula, dado que consideramos 

que la adhesión a la demanda de amparo implica también promover 

dicha adhesión, lo cual a nuestro juicio, ésta es intrascendente, dado 

que en su momento la resolución de amparo que recayera al juicio 

beneficiaría al demandante y a las demás personas que se encontraran 

bajo la misma situación jurídica que motivó el amparo. 
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Lo que se pretende con esta propuesta de tesis, es que si el 

Tribunal del conocimiento de amparo advirtiera que la situación jurídica 

afecta no sólo al impetrante, sino a otras personas que se encontraran 

en la misma condición, y resultara favorecedor otorgar el amparo y 

protección de la justicia federal, la sentencia debe precisar que los 

alcances de la misma beneficie también a esas otras personas que se 

encontraran en la misma situación. Como ya se ha visto respecto de las 

cuestiones relativas al fisco, puesto que, como se ha precisado, en 

materia fiscal las disposiciones que se emiten cada año, en algunas 

ocasiones, sino es que en todas, éstas pasan a afectar a la mayoría de 

las personas que se encuentran sujetas al régimen fiscal, circunstancias 

que han generado la instauración de diversas demandas de amparo, lo 

cual ha llevado a los Tribunales de amparo a tener exceso de trabajo, 

coincidiendo por tanto que las resoluciones se dicten en el mismo 

sentido, y a fin de evitar esto, pretenden que haya demandas 

adherentes, siendo que, como ya se precisó, que es la sentencia de 

amparo la que determina si beneficia o no a determinado grupo de 

personas sujetas a una misma condición jurídica. 

 

Lo mismo sucede en materia penal, pues como ya se dijo en la 

exposición de motivos, cuando eran detenidos unos delincuentes y se 

les seguía proceso dentro de un Tribunal del fuero común, y uno de 

ellos promovía el amparo en contra del auto de formal prisión y el 

Tribunal Federal resolvía que el juez de la causa no era competente 

para conocer del asunto por virtud del fuero, esto es, que el juez del 

fuero común no podía conocer de dicha causa penal por tratarse de un 

delito federal, dicho amparo beneficiaba únicamente al que promovió el 

amparo y no a los demás, siguiendo por tanto conociendo del asunto, 

no obstante haber sido declarado incompetente por dicha resolución 

federal, evidentemente estamos frente a la presencia de un 
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presupuesto procesal, como lo es la competencia, ya que sabido es que 

un juez incompetente no debe conocer de causas penales que no 

corresponden a su ámbito competencial, y si una resolución de amparo 

así lo declara, ésta debe alcanzar a los demás sujetos activos que se 

encuentran sub judice al Tribunal del fuero común y por tanto, con base 

en esa resolución federal, el juez de la causa debe declararse 

incompetente para conocer del asunto, ello sin que sea imprescindible 

promover la adhesión a la demanda de amparo, o que se vean 

obligados a promover también el amparo. 

 

Por tal motivo, se pretende se modifique la reforma que 

actualmente entró en vigor y que se considere y se plasme en el 

artículo 107, fracción III, inciso a), párrafo segundo, para quedar como 

sigue: 

 
“Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con 

excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la 

ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: 

 

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, teniendo 
tal carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o 

colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado viola los derechos reconocidos por 

esta Constitución y con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en 
virtud de su especial situación frente al orden jurídico. 

 

Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, el quejoso deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que se 

afecte de manera personal y directa; 

 
II. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán 

de los quejosos que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si 

procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda. 
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Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la 

inconstitucionalidad de una norma general por segunda ocasión consecutiva, la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad emisora correspondiente. 

Cuando los órganos del Poder Judicial de la Federación establezcan jurisprudencia por 

reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad de una norma general, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación lo notificará a la autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 

días naturales sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación emitirá, siempre que fuere aprobada por una mayoría de cuando menos 

ocho votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, en la cual se fijarán sus alcances y 

condiciones en los términos de la ley reglamentaria. 

Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores no será aplicable a normas generales en 

materia tributaria. 

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de los conceptos de violación o 

agravios de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria. 

Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la 

propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los 

núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los 

ejidatarios o comuneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas pruebas que puedan 

beneficiar a las entidades o individuos mencionados y acordarse las diligencias que se estimen 

necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos 

reclamados. 

En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, en perjuicio de los 

núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios o comuneros, el sobreseimiento por 

inactividad procesal ni la caducidad de la instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su 

beneficio. Cuando se reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco 

procederán desistimiento ni el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que el 

primero sea acordado por la Asamblea General o el segundo emane de ésta; 

III. ... 
a) Contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, ya sea 

que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte las 

defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo. En relación con el amparo al que se 

refiere este inciso y la fracción V de este artículo, el Tribunal Colegiado de Circuito deberá 

decidir respecto de todas las violaciones procesales que se hicieron valer y aquéllas que, 

cuando proceda, advierta en suplencia de la queja, y fijará los términos precisos en que deberá 

pronunciarse la nueva resolución. Si las violaciones procesales no se invocaron en un primer 

amparo, ni el Tribunal Colegiado correspondiente las hizo valer de oficio en los casos en que 

proceda la suplencia de la queja, no podrán ser materia de concepto de violación, ni de estudio 

oficioso en juicio de amparo posterior. 

“La parte que haya obtenido sentencia favorable y la que tenga interés jurídico 

en que subsista el acto reclamado, podrá presentar amparo en forma adhesiva al que 
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promueva cualquiera de las partes que intervinieron en el juicio del que emana el acto 

reclamado. La ley determinará la forma y términos en que deberá promoverse.” 

 

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN: 
 
“La parte que haya obtenido sentencia favorable y la que 

tenga interés jurídico en el que subsista el acto reclamado, recibirá 
los beneficios de la resolución de amparo por propios efectos de la 
misma, sin necesidad que deba promover y solicitar éstos, 
siempre y cuando se acredite en autos o en alguna otra condición 
legal similar, que los beneficiados se encuentran en la misma 
situación jurídica que el impetrante de amparo” 
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